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RESUMEN EJECUTIVO 

México es un paiis que ha venido luchando con los resabios de su pasado autoritario, en el 

que mediante prácticas clientelares y de patronazgo se aseguraban los apoyos políticos 

necesarios para mantener en el poder al partido hegemónico. Si bien la llegada de un 

partido de oposición al gobierno en el año 2000 abrió la puerta a la pluralidad y a una 

mayor competencia política, los partidos políticos lejos de abandonar estas prácticas, han 

sofisticado sus manifestaciones. Una de sus modalidades ha sido el uso político electoral 

de los programas sociales federales. 

Las elecciones del año 2006 no fueron la excepción; existe evidencia estadística de 

que el Seguro Popular o el Sistema de Protección Social en Salud (SPSS) fue usado en 

mayor o menor medida con fines electorales por las tres prmcipales fuerzas políticas del 

país. En la investigación se detecta que el SPSS tuvo espacios de discrecionalidad 

aprovechados principalmente por actores políticos locales, fenómeno que fue incluso mayor 

en entidades con elecciones estatales concurrentes. Tales espacios están dados en la 

definición de la política (al limitar la participación ciudadana, la transparencia y la 

rendición de cuentas), pasando por la limitada y tardía estrategia de blindaje electoral que 

operó un par de meses antes de la jornada electoral. Se obs,~rva que la política del SPSS 

tampoco abonó a la construcción de una cultura de derechos y de fortalecimiento de la 

ciudadanía. Por lo anterior, las recomendaciones de política incluyen: i) la implementación 

gradual de un servicio civil de carrera en los estados y los municipios; ii) Puesta en marcha 

de un Programa de Protección electoral del SPSS, y iii) fortalecimiento de la contraloría 

social. 

La recomendación principal es poner en práctica para las siguientes elecciones 

intermedias un Programa de Protección Electoral del SPSS combinado con el 

financiamiento de proyectos de monitoreo del Seguro Popular en contexto electoral que iría 

acompañado del PNUD. El Programa de Protección se enfocaría a los derechos y 

privilegiaría el vínculo entre beneficiarios y operadores locales del programa. También 

consideraría un componente de reformas al Reglamento de la Ley General de Salud 

(ampliando la participación ciudadana, la transparencia y la rendición de cuentas). 
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l. INTRODUCCIÓN 

El 2006 fue un año clave para México pues tuvo las eleccion,es federales más cerradas de 

su historia. El candidato del Partido Acción Nacional (PAN) ganó la Presidencia con un 

margen de poco más de medio punto porcentual (obtuvo el 35.89% de los votos, mientras 

que el candidato del Partido de la Revolución Democrática (PRO) obtuvo el 35.3 l % 1 
). 

Seis años antes, el PAN había ganado por primera vez la Presidencia de la 

República luego de 71 años en los que el PRI hubo ganado las elecciones 

ininterrumpidmrn.~nte. De manera previa a los comicios, era el candidato del PRO, José 

Manuel López Obrador, quien encabezaba las preferencias del electorado por lo que las 

elecciones del 2006 fueron las más peleadas y observadas de todas. El PRD y algunas 

organizaciones de la sociedad civil que participaron en las jornadas de observación 

electoral denunciaron acciones de compra y coacción del voto, así como uso político 

electoral de algunos de los programas sociales federales, por parte de todos los partidos 

políticos. En un momento de recomposición del poder, todos los actores políticos 

hicieron uso de sus recursos para inclinar la balanza hacia el jugador que más convenía a 

sus intereses. Por ejemplo, a diferencia de anteriores procesos electorales, actores como 

la clase empresarial y los dueños de los medios de comunicación incidieron en la 

ciudadanía para orientar el voto ciudadano. 

El "Diagnóstico sobre la vulnerabilidad político-electoral de los programas 

sociales federales", publicado por el PNUD en marzo del 2006, menciona que si 

hay evidencia de que estos programas fueron utilizados ::;on fines electorales. U so 

que efectivamente se dio en los pasados comicios por parte de los principales 

partidos políticos, particularmente al nivel estatal, que parece ser el eslabón débil 

en la operación de tales programas2
. 

I http://joseacontreras.net/mexico/Politica/Elecciones _en_ Mexico _ 2006.hl m 
2 El estudio abarcó 8 programas sociales federales seleccionados por su rtpresentatividad en el gasto social, a 
saber, i) Programa de Desarrollo Humano Oportunidades; ii) Hábitat; iii) Programa de Ahorro, Subsidio y 
Crédito a la Vivienda Progresiva (Tu Casa); iv) IMSS-Oportunidades; v) Sistema Nacional de Protección 
Social en Salud (Seguro Popular); vi) Programa de Apoyos Directos al Campo (Procampo ); vii) Programa de 
Apoyos a la Comercialización y Desarrollo de Mercados Regionales, y viii)Programa de Infraestructura 
Básica para la Atención de los Pueblos Indígenas (PIBAI). 
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Pero, ¿cómo es que un sistema como el Seguro Popular pudo ser presa de las 

prácticas clientelares? ¿Dónde se encuentran los vacíos que dan entrada a este tipo 

de uso? ¿Es acaso un problema en la definición de la política o en el proceso de 

implementación? En el transcurso de la investigación se observará que los espacios 

de discrecionalidad existentes nacen de la propia definición de la política que limita 

la entrada a aspectos claves como la transparencia y la rendición de cuentas y que 

no consideró su uso político-electoral como un riesgo potencial. Tales espacios de 

discrecionalidad fueron aprovechados durante la fase de implementación arrojando 

subproductos indeseados como la selección adversa, los gorrones y el uso político 

al nivel local del Seguro Popular. Es de llamar la atención el que los diseñadores de 

esta política gubernamental hayan soslayado las presiones que la alta competencia 

política del 2006 ejercería sobre el Seguro Popular. 

El documento inicia con la definición del marco conceptual donde se definen 

las categorías de análisis y el marco conceptual. En el segundo capítulo se describe 

el contexto político electoral del país en 2006, tercer año de implementación de la 

política y escenario de una lucha encarnizada por el poder; contexto en el que hubo 

fuertes incentivos para echar mano de prácticas clienteralcs en donde al parecer, los 

programas sociales fueron una de las monedas de intercambio por votos. 

En el tercer capítulo se describe el surgimiento del Seguro Popular que nació 

a partir de dos variables: la idea desde sus años de estudiante de su principal 

precursor y dos, de respuesta a las demandas de organismos internacionales. Se 

describe su nacimiento como programa piloto, su cambio a Ley y sus primeros 

resultados. También se describe y analiza su estrategia de blindaje electoral, que de 

acuerdo con sus beneficiarios, no fue tan efectiva como se esperaba. 

En el cuarto capítulo se analizan los espacios de discrecionalidad que 

pudieron ser aprovechados por los gobiernos estatales y municipales para su uso 

con fines partidistas. Finalmente, en el quinto capítulo se analizan las tres 

alternativas de política para mejorar su implementación. 
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l. MARCO TEÓRICO CONCEPTUAL 

El marco teórico propuesto para el análisis del Sistema de Protección Social en 

Salud (SPSS) o Segur Popular considera tres corrientes: la primera se refiere a las 

prácticas clientelares, la segunda a la función de las políticas públicas en la 

construcción de ciudadanía y la tercera y última a los problemas que se presentan 

durante la fase de implementación de las políticas públicas. Las tres líneas de 

análisis son importantes por cuanto permiten explicar el contexto semiclientelar y 

de patronazgo en que se desarrolla una política pública como el Seguro Popular y 

que determina la pervivencia o no de prácticas como la compra o la coacción del 

voto. 

La segunda línea de análisis revisa la función de la política pública en el 

fortalecimiento de las capacidades de la ciudadanía, de tal manera que puedan 

fungir como contrapesos efectivos al uso de recursos públicos en contextos 

electorales; asunto relevante durante la etapa de formulación de la política si es que 

se conceptualiza con tal función. Finalmente, se revisan los conceptos inherentes a 

la etapa de implementación de las políticas porque es en esta etapa donde pueden 

darse subproductos de la política o productos no esperados, como son el uso de 

prácticas semiclientelares, existentes o no gracias a los espacios de la política. 

l. El clientelismo político 

La política mexicana ha estado históricamente marcada por el patronazgo y el 

clientelismo pues heredó de España la concepción de Estado como patrimonio 

privado. De hecho, fue a partir del reparto de empleo público y el intercambio de 

favores privativos y protección a cambio de apoyo político lo que definió la 

construcción del Estado Mexicano (Romero, 2006). 

El régimen postrevolucionario no modificó el carácter patrimonial del Estado 

sino que lo fortaleció y lo institucionalizó mediante el corporativismo que fue uno 

de los pilares que permitieron la consolidación del Estado Mexicano, tan 
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enfrascado en guerras caudillistas antes de esta etapa. La organización del poder 

político se cimentó entonces en la estructura de partido hegemónico, el que también 

controlaba la organización y la participación social mediante los sindicatos. Por 

esos tiempos, las prácticas clientelares y de patronazgo se institucionalizaron, 

siendo la movilización de votantes un ingrediente obligado de los procesos 

electorales organizados por el partido gobernante que dominó a lo largo de 7 

décadas (Romero, 2006). 

Cabe señalar que las relaciones clientelares se entienden como relaciones 

basadas en una subordinación política a cambio de premios materiales, 

intermediaciones políticas de carácter particularista, trato privilegiado o favores. 

Tal condicionalidad interfiere con el libre ejercicio de los derechos políticos, 

minando la gobernabilidad democrática de los países. Este segundo concepto, 

gobemabilidad democrática, descansa, siguiendo a Tocqueville, en la intensidad de 

los tejidos de asociatividad de una sociedad determinada (Fox, 1994). 

Existen dos medios para hacer que los votantes celebren y respeten el contrato 

clientelista: normas sociales y poder. Los regalos se transforman en votos mediante 

la fuerza de las obligaciones o normas sociales o mediante el monitoreo directo y la 

coacción. En el primer caso, se requiere que los electores crean que recibir un 

regalo como el acceso a un programa gubernamental les exige una muestra de 

gratitud en las casillas. Eso se llama clientelismo. 

El poder se asocia con el hermano del clientelismo que es el patronazgo y que 

se define como el reparto de empleo público entre los leales, con el fin de ganar 

apoyo político y ejercer un dominio excluyente del poder público. Mientras el 

patronazgo existe en sociedades con inclusión política limitada, el clientelismo es 

un fenómeno de la política plenamente movilizada. En éste, se comercia desde un 

acta de nacimiento a un voto en las urnas. Implica una relación asimétrica y un uso 

de los bienes públicos con fines privativos y excluyentes (Romero, 2006). 

Aspectos como la democratización del país por la vía formal, la mayor 

competencia electoral y la fiscalización por parte de observadores electorales, 

inhibieron las viejas prácticas de clientelismo institucionalizado. Este avance, sin 
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embargo no fue lineal sino permeado de avances y retrocesos donde la elite política 

y los administradores reformistas cedieron poco a poco los derechos políticos y el 

acceso y la distribución del poder a los grupos sociales organizados. En la década 

de los noventa el clientelismo tomó nuevas formas de expresión como la compra y 

la coacción del voto (Romero, 2006), los ciclos políticos3
, la asignación política4 

(PNUD a, 2006 ), y las prácticas "semiclientelares" basada.s en la promesa de acceso 

a derechos sociales (Fox, 1994). A diferencia de !:is anteriores formas de 

clientelismo o semiclientelismo que era eminentemente estatal, en sus nuevas 

formas pasó también a ser pluripartidista. En todos los casos se siguió 

comprometiendo la posibilidad de que los ciudadanos articularan sus intereses 

libremente (PNUD a, 2006). 

Mientras que la compra y la coacción del voto son delitos electorales 

tipificados y perseguidos por la ley, los ciclos políticos y la asignación política son 

más difíciles de identificar y sancionar. Sea cual sea la práctica utilizada, en todos 

los casos se trata del uso de recursos públicos utilizados con fines político­

electorales. 

¿Porqué algunas democracias mantienen sus relaciones clientelares y/o 

semiclientelares? Las democracias en proceso de consolidación o de baja calidad5
, 

tienen clases políticas incapaces de elaborar plataformas que cuenten con la 

confianza de la ciudadanía, por lo que preferirán utilizar estas prácticas y cultivar 

relaciones de patronazgo que son estrategias más baratas que pretender llegar a todo 

el electorado. Este tipo de democracias normalmente provienen de regímenes 

3 Ciclos políticos. Los programas sociales se intensifican en fechas cercams a la jornada electoral. La premisa 
es que el gobierno intenta beneficiar al partido del cual ha surgido. El objetivo es que la ciudadanía establezca 
la relación partido-beneficios y forme su preferencia electoral de acuerdo con ella (PNUD a, 2006). 
4 Asignación política. la focalización del gasto puede mantener las preferc:ncias donde el partido ha obtenido 
éxitos electorales, o cambiarlas, en aquellas zonas donde los resultados electorales le han sido adversos. Este 
enfoque, considera otras variables que se toman en cuenta para asignar el gasto, como el tamaño relativo del 
voto duro propio de la oposición, el voto volátil, la posibilidad de focalizar los beneficios, la aversión al 
riesgo por parte de los políticos y el valor que los votantes otorgan a la política (PNUD a, 2006). 
5 El tema de la calidad de la democracia surge de la necesidad de introducir criterios más realistas para 
examinar las democracias contemporáneas, sobre todo de América Latina, Europa del Este, Africa y Asia que 
están muy por debajo de los estándares mínimos de calidad. El término "consolidación democrática" utilizado 
para democracias de reciente instauración, dejó de ser pertinente porque la mayoría de tales democracias, si 
bien han perdurado, lo han hecho en condiciones delicadas y de manera fnigil (Cansino, 2005). 
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autoritarios basados en redes clientelares que les han producido grandes dividendos y 

donde los electores también preferirán mantener las relac1.ones de patronazgo que les 

han beneficiado por años (Keefer, 2005). 

Ello se debe también a que la apertura política y el reconocimiento de los 

derechos de la ciudadanía no se logran de una vez y para siempre. Se van logrando de 

manera gradual y en procesos de avance y retroceso donde coexisten dinámicas de 

gobiernos autoritarios con pluralismos democráticos. En los momentos de pluralismo 

democrático, los administradores estatales tienen incentivos para echar mano de las 

prácticas semiclientelares, a fin de reducir la incertidumbre de la competencia 

electoral (Fox, 1994). 

En democracias con altos niveles de corrupción y de gasto en obra pública y 

burocracia, bajo cumplimiento de la ley, baja calidad ele la burocracia y limitado 

acceso a la información, se presentan menores niveles de confianza en los políticos, 

los que además de efectuar prácticas clientelares o semiclientelares, apoyarán 

políticas públicas que sobreoferten servicios públicos focalizados (como empleo y 

obra pública) en merma de servicios públicos universales como la educación, el 

acceso a la información o la seguridad en los derechos de propiedad cuya 

implementación es de más largo aliento(Keefer, 2005). 

En el caso de México, las reformas económicas de la década de los ochenta 

debilitaron parcialmente las fuentes tradicionales del patronazgo y el clientelismo, 

como el reparto de empleos públicos, justo en el momento en que se empezaron a 

implementar programas sociales focalizados, orientados a minimizar los efectos 

adversos de las reformas económicas sobre la población con mayor vulnerabilidad. 

De esa manera, entró en juego otra moneda de intercambio que fue el acceso a 

programas sociales por parte de un grueso de la población en situación de pobreza. Si 

bien es legítimo que un partido gobernante establezca este tipo de programas además 

de para aliviar la pobreza, para granjearse una buena evaluación que incida en votos 

futuros, no lo es el condicionar el ingreso o la permanencia en estos programas por 

apoyos en las urnas. Así, en tanto el móvil político no discrimine ni excluya a 

posibles beneficiarios en función de su preferencia electoral, es legítimo ampliar la 
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base de electores sobre la implementación exitosa de programas sociales (PNUD a, 

2007). 

De la misma manera que existe una relación entre democracia y confianza en 

su clase política, también la hay entre desconfianza en su clase política y regímenes 

autoritarios. En este punto, la línea divisoria es verdaderamente pequeña. Un 

elemento de la construcción de la credibilidad es la información que se proporcione 

a los votantes. En democracias de baja calidad, los votantes son los menos 

informados y dado que observan que su nivel de bienestar responde lo mismo a 

decisiones políticas que a factores no políticos, no tienen manera de evaluar las 

decisiones y los programas de los políticos electos (Keefer, 2005). Ello rompe con 

la posibilidad de hacer efectiva una de las condiciones6 de todo régimen 

democrático de calidad que es la rendición de cuentas (Morlino, 2005). 

Por ello, la compra de votos pervierte el nexo de la rendición de cuentas pues 

en lugar de que sea el votante, el que a través de su voto, evalúe el desempeño de 

un partido al que le ha tocado gobernar, son los partidos políticos, los que, 

pudiendo inferir lo que hace el ciudadano en la casilla, Lo premian o castigan por 

sus acciones. Esta inferencia es posible en tanto los partidos cuentan con redes 

clientelares en comunidades pobres, las que tienen manera de incidir sobre los 

operadores locales de los programas sociales federales. Se ha detectado que los 

operadores locales son tradicionalmente intermediarios que han favorecido a los 

miembros de una comunidad y que podrían seguir favoreciendo a ciertos segmentos 

dependiendo de la orientación de su voto. Al privilegiar a potenciales beneficiarios 

por razones políticas se privatiza un bien que es público (PNUD a, 2007). 

Para que el semiclientelismo opere requiere de una serie de circunstancias 

tales como una administración politizada y dependiente de los cargos electos, de 

una población poco informada y en situación de vulnerabilidad, así como de mapas 

mentales compartidos que legitimen y hagan viable las estrategias de compra o 

coacción del voto. 

6 De acuerdo con Eduardo Morlino, las condiciones que se observan para medir la calidad de una democracia 
son: 1) gobierno de la ley; 2) rendición de cuentas; 3) la reciprocidad; 4) respeto pleno de los derechos, y 5) 
implementación progresiva de mayor igualdad política, social y económica (Morlino, 2005). 
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Si la distribución del empleo continúa dependiendo de los gobernadores de 

los estados y del Presidente, los funcionarios públicos encontrarán racional orientar 

los recursos y las políticas públicas hacia las clientelas de su "patrón". Si además 

las sanciones son débiles o difíciles de aplicar, esta conducta se desarrollará sin 

restricciones. Por el contrario, si la administración es profesional, autónoma y 

relativamente neutra y hay una eficiente aplicación de la justicia sobre el uso de 

cargos públicos con fines políticos, las prácticas clientelares se reducen y los 

políticos(as) estarán obligados a formular mejores propuestas políticas (Romero, 

2006). 

Por otro lado, si los partidos políticos continúan utilizando las redes 

clientelares que tienen en las comunidades pobres para intercambiar el acceso a un 

programa social por votos, si permanece la idea de que estos programas son dádivas 

y no derechos de la ciudadanía, si hay disparidades de pod.er e información entre las 

personas en posición de autoridad y las que dependen de un beneficio social para 

acceder a condiciones mínimas de bienestar, si no hay mecanismos conocidos de 

quejas y denuncias acerca de malos manejos o de coacción, si los actores políticos 

locales continúan vinculando su imagen con estos programas, las prácticas 

semiclientelares continuarán teniendo terreno fértil para reproducirse sobre la base 

de bienes públicos. 

¿Cuál ha sido la evolución del clientelismo en México?, como se muestra en 

el cuadro l, los estudios inician después de la elección federal del 2000, aunque 

algunas organizaciones de la sociedad civil incursionaron en los años noventa en la 

detección de conductas de compra y coacción del voto a través de su participación 

en la observación electoral. 
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CUADRO l: ESTUDIOS REALIZADOS EN l\-lEXICO SOBRE :t.O,NIPULACIÓN DEL VOTO 

IFE-FLACSO (m~yo 2001) 11 Ricardo Apaddo y Da,id Conod.i."lllo. 200~ 11 IFE-UAM, 2004 'JI 

]Encontró que durante las elecciones federales del Estudio que analiza el proceso electoral del 2000 Aborda el tema de la compra y la coacción del 
¡ afio 2000, uno de cada siete votantes y publicado en 2005, coolinna la imagen llpica voto, a partir de la enlrega o la amenaza del 
¡ experimentó alguna forma de inducción del voto, del cliente como un elector pobre y sin retiro de apoyos y beneficios de programas 
i siendo las instancias de manipulación escolaridad. Pareciera. &in embargo, que el perfil sociales, dur.ann, las elecciones federales del 
:predominante las secciones rurales o mixtas del votante cliemelar no está determinado de 2003. Fmre los ~os está el que la 
:(71%) y entre las personas de menor educación manera intrinseca por la z:ona de residencia. Se ciudadanla se abstiene de votar porque 
: (59"/o sin primaria completa). La gran mayori.a de trata de un incmduo vinculado al sistema político considera que su opinión no es tomada en 
jlas acciones catalogadas como compra y a partir de su participación en la gestión de cuenta La participación fue mayor en las zonas 
i coacción del voto se realizaron por medio de demandas sociales, lo que llevarla a pensar que rurales, lo que sugiere que siguen funcionando 
!negociaciones o amenazas con anterioridad al día se ha dado una evolución hacia cierto modelo de los mecanismos clientelares y corporativos. A 
i de los comicios, princip,!lmente por los dos clientelismo diferente al tradicional y que, a pesar de que 1 de cada 3 personas que votaron 
partidos con mayor votación. La mitad de los reserva de registrar o conocer el tipo de vínculo declararon como razón el deber ciudadano, 

i entrevistados declaró n,, haber votado con que tengan con un partido politico detenninado, casi 8% de las razones esgrimidas para votar 
'libertad, principalm"'11e por miedo a represalias podrían ser personas para quienes el intercambio pueden indicar la presencia de factores 
'por parte de representantes de los partidos de votos por favores adquiere un sentido asociados a mecanismos coactivos tradicionales 
políticos. Uno de cada dos entrevistados esporádico, detenninado tanto por sus o clientelares mientras que el 2. 8% de los 

!reconoce además, que hay partidos que obligan o condiciones sociales como por los tipos de entrevistados fue a votar por apoyos 
! amenazan a la gente cor.1prometiéndolos a votar campaña electoral. El intercambio de votos por condicionados al voto. El 7.5% de los 
ipor ellos. Más de las tres cuartas partes dice favores se potencia en las zonas de mayor entrevistados expresó conocer de alguien a 
i conocer o saber de partidos que dan dinero o competencia partidaria. quien se le ofreció un incentivo para votar. El 
bienes a cambio de votc,s. Por otro lado, la análisis arroJÓ que hay mayor probabilidad de 
\resolución de demandas de bienes, infraestructura votar entre quienes residen en hogares donde 
i o programas sociales se incrementa en áreas algún miembro es benc.liciario de un programa 
irurales en épocas electorales. social que entre quienes no ree1ben tales 

beneficios. 

i 
11 'Estudio sobre la participación ciudadana y las condiciones del votobbre y secreto en las elecciones federales del año 2000" 
2/ ":El perfil del votante c:lientelar en México durante las elecciones del 2000" 
31 Roberto Gutiérrez: y Esperanza Palma "El abstencionismo en las elecciones federales del 2003. Rt!porte 6na1 de investigación". 

Fuente: Elaboración propia basada en el "Diagnóstico sobre la vulnerabilidad político-electoral de los programas sociales 
federales". PNUD, 2006. 

Las primeras dos colwnnas se refieren a prácticas de manipulación centradas en la 

capacidad del Poder Ejecutivo para orientar el gasto en el tiempo y de manera geográfica, 

a fin de incrementar la probabilidad de ser favorecido en las urnas7
• La tercera columna 

describe prácticas políticas apoyadas además del incremento de gasto público en tiempo y 

destinos clave, en la construcción de redes para el intercambio del voto por determinados 

bienes públicos provistos ya sea por el gobierno en turno o por la maquinaria partidista 

7Existen investigaciones cuantitativas que analizan la distribución política de programas sociales; algunas de 
estas investigaciones han mostrado la vinculación entre resultados ekctorales y gasto gubernamental en 
programas sociales. En el caso de PRONASOL, la lógica parece hater sido la canalización de mayores 
recursos a votantes leales y a los grupos opositores de reciente creación que hacia el resto de la población. En 
el caso de PROGRESA, se ha demostrado que el número de familias beneficiadas por el programa varió de 
acuerdo al comportamiento del voto en la elección de 1997. Y para el cr.so de los fondos de aportaciones del 
Ramo 33 y del fondo general de participaciones para 1999, hay estudios que muestran que la distribución de 
recursos se dio ele manera profundamente politizada dado el papel que diversos actores políticos 
(gobernadores y senadores) tuvieron para sesgar la asignación en fundón de sus propios intereses. Cabe 
señalar si embargo, que los estudios realizados a la elección del 2006 concluyen en que no hay evidencia de 
que esta práctica haya sido utilizada (Díaz-Cayeros, 2006 y Fernando Pliego Carrasco, UNAM, 2006). 
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(PNUD a, 2006). Este tema de compra y coacción del voto, a partir de la entrega o la 

amenaza del retiro de apoyos y beneficios de programas sociales y/o servicios públicos, 

se estudia desde 1994 8, aunque se retoma en las elecciones federales del 2003. 

Entre las conclusiones de estos estudios destaca que entre los factores que favorecen 

el clientelismo están la pobreza y la marginación social, la competencia política y el riesgo 

electoral. Un estudio más realizado por el Programa de las Naciones Unidas para el 

Desarrollo (PNUD), agrega un factor más que es el contexto político local. Entidades que 

enfrenten comicios concurrentes (de presidente y de gobernador), ejercerán mayores 

presiones sobre los programas sociales y su uso político-electoral (Vilalta, 2006). 

Una limitmte importante de las prácticas clientelares es la secrecía del voto pues 

mientras los electores estén seguros de que su voto no es conocido más que por ellos, 

tomarán el incentivo con el que compran su voto y votarán por quien ellos quieran. Algunos 

estudios en México han demostrado que cada vez más, los votmtes están reacios a 

comerciar con su voto y que incluso, las estrategias de manipulación y compra del voto al 

ser tan extendidas entre los diferentes partidos políticos tienden a neutralizarse 

mutuamente; en algunos casos puede incluso ser contraproducente. 9 

No obstmte lo anterior es dificil sostener que las prácticas clientelares han dejado de 

aplicarse en el país. El que los partidos políticos puedan usar los programas sociales 

federales para su beneficio en periodos de recomposición de fuerzas, hace evidente que 

tales programas tienen espacios de discrecionalidad aprovechados al nivel local. 

El tema está tan presente que a diferencia de otras democracias latinoamericanas que 

han establecido mecanismos de protección de programas sociales, sólo en México se usa el 

término "blindaje electoral", usado para acciones orientadas a inhibir las prácticas 

clientelares (PNUD a, 2007). 

8 En su estudio From clientelism to citizenship: México. Jonathan Fox aborda la problemática de las prácticas 
semiclientelares (término que acuña en este estudio) en relación con varios programas sociales como 
PRONASOL, PIDER 
9 Un estudio de Andreas Schedler (2004) sostiene que los habitantes de zonas marginadas tienden a rechazar 
las prácticas semiclientelares, a las que ven como violatorias a su autonomía, mientras que Comelius (2000) 
encontró que los programas sociales identificados con el gobierno, no consiguieron llevarle más votos al 
candidato oficialista y que incluso al rechazar las movilizaciones autoritarias, votaron más por el oponente. 
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A pesar ele que en los últimos tiempos se ha legislado sobre los delitos electorales 

como la compra y la coacción, las prácticas semiclientelares se han sofisticado destacando, 

entre otras, las siguientes: i) vincular a un partido con los programas sociales; ii) pedir la 

asistencia a mítines o el voto incluso para acceder a programas sociales o ser excluido de 

estos. La línea que divide una acción legal de promover el voto hacia un partido, de una 

acción que no lo es, es la existencia o no de un vínculo que compromete el voto ( condición 

típica de cliente:). Sin ese vínculo, el ciudadano estará en libertad de renovar o retirar su 

confianza de un partido mediante su actuar en las urnas. 

La relevancia de evitar el uso de la política social de manera proselitista no obedece 

solamente al hecho de que con ello se quebranta uno de los principios básicos de las 

elecciones que es la equidad entre los contendientes10
, sino que perpetúa el vínculo 

clientelar en la gestión de las políticas públicas produciendo y reproduciendo a ciudadanos 

de baja intensidad, inconscientes de sus derechos. 

Por lo anterior, es urgente que en el diseño de las políticas públicas se tome con 

seriedad su responsabilidad respecto del fortalecimiento de la ciudadanía, enfatizando los 

derechos ciudadanos, particularmente, en el caso de aquella:; políticas focalizadas. No hay 

que olvidar que de acuerdo con las últimas tendencias en la evaluación de políticas 

públicas, éstas deben ser evaluadas también por lo que hacen por las personas, es decir, por 

las habilidades o capacidades que les ayudan a construir para tomar decisiones y vivir 

mejor, por la información que se les brinda y por el entorno favorable que construyen 

(entendido como instituciones y marcos normativos) y que les ayuda a potenciar su 

desarrollo individual (Soss, 2006). 

1 O La equidad en la contienda electoral se asegura mediante un trato justo a cada partido contendiente al 
brindarles las mismas oportunidades y recursos financieros a cada uno, independientemente de su tamaño y 
popularidad. El argumento para dar a todos los partidos y candidatoi: una parte igual de tiempo-aire en 
televisión, o de contribuciones financieras, es que todos requieren de una oportunidad igual para presentar su 
programa o propuestas a los votantes. Para mayores detalles ver 
http://aceproject.org/main/espanol/pc/pc2 l .htm . 
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2. Políticas Públicas y ciudadanía 

En los últimos tiempos se ha venido discutiendo la función que tienen las políticas públicas 

en la construcción de capacidades ciudadanas y en el fortalecimiento de la democracia. De 

acuerdo con estas discusiones es fundamental incluir la esfera pública en todo el proceso de 

formulación de las políticas, entendida ésta como el espacio civil desde el que los 

individuos pueden comunicarse entre sí, a fin de generar una opinión conjuntamente 

diseñada (San ti llán, 2003 ). 

Por un lado, estas corrientes de discusión se centran en la necesidad de incentivar la 

participación de la sociedad civil en cada fase de la formulación de la política (lngram, 

2000), pues el Estado tiene el compromiso de formar ciudadanos con plena conciencia y 

ejercicio de sus derechos, siendo las políticas públicas un espacio de formación. No se 

puede pasar por alto que las políticas públicas en todo momento, envían mensajes a la 

ciudadanía (sobre quienes son importantes para la política y quienes no, por ejemplo, 

aquellos programas que ponen múltiples trabas a los ciudadanos para recibir sus 

beneficios). 

CTJADRO 2: RELAOO!WS HlPOIÉilCA.S ENfRE LAS POUTICA.S PÚBIJCA.S Y lA DE!\iDCR,\OA 

Elementos ele 
diseño de la 

Etarmde 
fonmlación ele la 

política 

Condiciones favoraljes 
a la deJroCracia 

IHinición &¡1---•r Esµicioo públiro; I~ 

problemas__J l discusión _J ~ 

ÜXlStrucción y 
Olientación de la 

A¡x)yo, alcance y 
1-----91 autenticidad de la 

identidad ~ 

Implementación/en -q_ ___ Oxnpromiso y a¡:x:•)O 

ciudadano a la JX)li1ica 

denocracia 

=n1----f Reodicióndecuentas 

fWlle: Ingram, Hclen ''Research Agerxla for Public Policy ard llimcracy''. ÚTlter for tre Stt.dy ofllirrx:racy, µígim 3. 
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De este modelo, interesa resaltar el proceso de construcción de la identidad 

ciudadana, el compromiso y la rendición de cuentas. En el caso de la identidad, la 

forma como los ciudadanos interactúan con las instituciones responsables de la 

implementación de la política y la forma como asumen las metas de la política 

social son determinantes para que construyan su orientación positiva o negativa 

hacia el gobierno. De igual manera les permite identificar como los concibe el 

gobierno y si sus problemas constituyen asuntos públicos o se quedan en la esfera 

de lo privado. Hay evidencia de que programas que incentivan la participación de 

las personas y que son eficientes a las demandas ciudadanas contribuyen a la 

autoconfianza de los ciudadanos y su capacidad de crear redes sociales de apoyo. 

Por el contrario, los que asignan condicionadamente beneficios más allá de las 

reglas, son vistos con hostilidad y sus beneficiarios piensan que el gobierno no 

toma en cuenta a la "gente como ellos" (Ingram, 2000). 

En el caso del compromiso, las políticas públicas preocupadas por la democracia 

pueden incentivar actitudes y conductas democráticas como la participación política, la 

participación ciudadana y la corresponsabilidad. Políticas públicas cerradas y con nula 

vinculación con las necesidades ciudadanas, incentivarán actitudes antidemocráticas. El 

punto más delicado para la democracia, se diría, es la rendición de cuentas que en políticas 

descentralizadas es más compleja y dificil de llevar a efecto. Al intervenir varios niveles de 

gobierno se difuminan más las responsabilidades y se dificulta monitorear el camino que 

siguen los recursos financieros. En la rendición de cuentas se debe considerar además del 

logro de las metas, el que las acciones realizadas para su logro hayan sido justas y 

equitativas. 

Hay una segunda corriente de pensamiento que establece que las políticas públicas no 

son meros productos de las intervenciones individuales y colectivas de los ciudadanos y/o 

de los grupos de poder, son también el insumo que moldea lo que el público quiere, piensa 

y valora y consecuentemente, su actuar en el sistema político (Mettler y Soss, 2006). Si 

bien reconocen la relevancia que los grupos de interés, los partidos políticos, los liderazgos 

y los medios de comunicación tienen sobre el régimen político, también dimensionan el 
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impacto que las políticas públicas tienen sobre la propia política pues "Las políticas 

también crean nuevos entornos políticos" (Soss, 2004) 

En este enfoque se sostiene que el diseño de as políticas sociales no 

solamente genera productos de las relaciones administrativas que ingenia, sino que 

también construye el contexto de la transacción y las posiciones subjetivas de los 

ciudadanos que son determinantes para la construcción o la no construcción de 

ciudadanía. Esta escuela de investigación ha desarrollado tres líneas de 

investigación. La primera establece que las políticas moldean las interacciones 

políticas de los grupos de interés y de los "policy makers". La segunda vertiente 

indaga sobre el efecto de las políticas sobre las creencias, las preferencias y las 

acciones del público. La tercera analiza el efecto que tienen las políticas sobre la 

profundización de prácticas democráticas. En esta última vertiente se establece que 

la política pública orienta la manera como los individuos entienden sus derechos y 

sus responsabilidades en tanto miembros de una comunidad política. 

En las tres vertientes lo coincidente es que la política pública una vez en 

proceso de implementación, reestructura subsecuentes procesos políticos, es decir, 

es vista como insumo de la política. También en ellas se recupera la relevancia de la 

ciudadanía, cuyo comportamiento y demandas en los campos de la vida social y 

política representan oportunidades o amenazas para la legitimidad, la confiabilidad 

y la efectividad del gobierno. En este sentido, se reconoce el poder ciudadano de 

actuar conscientemente frente a la política. 

No es gratuito que un estudio de FLACSO-IFE 11 sugiera atacar el problema 

de la compra y la coacción del voto desde la demanda, es decir, asegurar una 

vigilancia estricta por parte de la sociedad sobre la utilización de los programas 

sociales, así como una fiscalización de los gastos de los partidos políticos. Desde el 

lado de la oferta, hay que trabajar en los mapas menta:.es que validan el uso de 

prácticas semiclientelares. 

11 Se trata del estudio ··1a participación ciudadana y las condiciones del voto libre y secreto en las elecciones 
federales del año 2000''. México. Instituto Federal Electoral y Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales. 

- 19 -



3. La implementación de la política 

"La política (pública) es la hipótesis que contiene condiciones iniciales y consecuencias 

previstas. En esta perspectiva, diseñar una política significa prever esa secuencia de 

acciones que es el proceso de implementación, cuyo efecto último es la producción del 

estado de cosas buscado como el objetivo (Aguilar b, 2003). 

Desde el punto de vista de la implementación de la política, es necesano 

mencionar que el buen éxito de éstas depende no solamente de un buen diseño sino 

de la cooperación de los agentes económicos y sociales y de la consideración del 

contexto social, económico y político donde se define y é.esarrolla, así como de los 

actores que participan en ella y que tienen recursos importantes para la puesta en 

práctica o la obstaculización de la política. A fin de analizar la implementación del 

Seguro Popular se retoman los conceptos y las categorías de análisis propuestos por 

Eugene Bardach., por Donald Van Meter y Carl Van Horn, y por Berman. 

De acuerdo con Bardach, "el proceso de implementación se caracteriza por el 

maniobrar de muchos actores semiautónomos, cada uno de los cuales intenta tener 

acceso a los elementos del programa y tenerlos bajo su control, intentando extraer 

las mejores ventajas de otros actores que también buscan tener acceso a elementos 

que les den control" (Aguilar b, 2003). De no considerar estos elementos pueden 

generarse efectos negativos desarrollados durante la implementación de la política, 

a saber: i) desvío de recursos que deberían ser utilizados para crear ciertos 

elementos de la política; ii) distorsión de los objetivos de la política, estipulados en 

el mandato original; iii) resistencia a los esfuerzos institucionales con el fin de 

lograr un control administrativo de las conductas, y iv) disipación de energías 

personales y políticas en juegos que hubiera sido mejor canalizar hacia acciones 

constructivas de:I programa. 
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CUADRO 3: EL .JUEGO DE LA IMPLEMENTACIÓN DE EUGENE BARDACH 

Efectos adversos 
Desvío de recursos Distorsión de los Dilemlls de Disipllción ,le energfos 

objetivos de fo política administración personales y políticlls 

Dinero Fácil Apilamiento Simulación Tosudez 

Juego del Al mejor postor Resistencia masiva Territorialidad 
Tipo de juego Presupuesto 

Vida fácil Mantener la paz en casa Entropía social No es nuestro problema 

Barril sin fondo Mejor gestión Excluir al tipo raro 

Reputación 

Fuente: elaboración prnpin tomando infonnación de "Estudio i11trod11ctorio ", en La implementación de las políticas 
públicas, Luis. F. Agui lar, páginas 61-74. 

Por considerarlo relevante para el análisis del Seguro Popular, se retoman 

solamente los juegos de "el Presupuesto", de "al mejor postor" y el de 

"Reputación". 

El Juego del presupuesto: es un juego que juegan las dependencias y los 

funcionarios gubernamentales con miras a definir la ortentación, el monto y las 

condiciones de utilización del dinero público. Responde a criterios tales como el 

favor a clientelas fieles y generosas, el fortalecimiento de sus grupos políticos, 

entre otros. 

El Juego de "'Al mejor postor": en éste, los jugadores desean que los objetivos 

de la política sean legal y programáticamente genéricos y ambiguos, a fin de sacar 

provecho de las omisiones, indefiniciones e incompatibilidades. En este caso, los 

espacios de poca claridad en los elementos y objetivos de la política se convierte en 

oportunidades para que diversos actores ( clientelas, gobernadores, líderes, grupos 

opositores), desde la óptica de sus intereses particulares, trate de allegárselos como 

recursos políticos o económicos. El fenómeno más frecuente de este juego es el 

problema del Agente-Principal donde el agente (u organtzación local) "interpreta" 

las disposiciones del Principal y orienta la política hacia derroteros que le generen 

mayores ganancias. 
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El juego de Reputación: éste es un compañero de viaje de toda política y se 

refiere al hecho de que ciertos actores protagonizan el proceso de implementación 

de la política, con el fin de obtener el máximo reconocimiento público y los 

mayores beneficios políticos y económicos. 

Para resolver los dilemas ocasionados por estos juegos, Bardach propone seis 

recursos antimonopólicos, cuatro sistemas de control y tres métodos para suavizar y 

agilizar los rituales de la negociación. 

CUADRO 4: ESTRATEGIAS PARA EVITAR LOS EFECTOS DAÑINOS 
DE LOS JUEGOS EN LA IMPLEMENTACIÓN 

Seis Recursos Cuatro sistemas de Tres Métodos Dos Técnicas 
antimonopúlicos control para suavizar las 

negociacion,es 

Prescindir de ellos La prescripción ( órdenes La asignación ele usar intermediarios 
claras y notorias) prioridades para facilitar las 

negociaciones 

crear un nuevo Habilitación de un Ingeniárselas para Cerrar el rango de 
monopolio instrumento de control de encontrar opciones mediante 

los jugadores que soluciones sobre la maniobras 
obstaculizan la política marcha 

promover la Incentivos usar la técnica de 
competencia gestión de 

soborno Disuación proyectos 

Cooptación 

CONTRAPESO 
Fuente: elaboración propia tomando información de "Estudio introductorio", en La implementación de las políticas 

públicas, Luis. F. Aguilar, páginas 61-74. 

A fin de resolver los diferentes problemas que se presentan en la 

implementación de políticas, se debe prever lo más exactamente posible cuáles son 

los posibles jugadores, juegos y apuestas, a fin de definir el escenario posible donde 

se desarrollará la política. El escenario se define como "una construcción 

imaginaria de las secuencias futuras de acciones" (Aguilar, 2003). 

Por otro lado, Donalcl Van Meter y Carl Van Hom indican que la 

comunicación es un activo fundamental en la implementación de las políticas. En 

ese sentido, las normas y los objetivos de la política deben ser comprendidos 
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cabalmente por los individuos a qmenes corresponde su relación. Reconocen sm 

embargo que, la comunicación en y entre las organizaciones es un proceso 

complejo y difícil pues al transmitir mensajes hacia los niveles inferiores de una 

organización, los comunicadores los pueden distorsionar fácilmente. Esta situación 

se complica cuando se trata además de una comunicaci.ón entre funcionarios de 

diferentes niveles (federal-estatal). Cuando este el caso, se deberá echar mano de 

acciones normativas, remunerativas o coactivas (Aguilar, 2003). 

Otro elemento a considerar en el escenano es la actitud de los 

implementadores de la política en términos de su conocimiento de la política, su 

orientación (aceptación, neutralidad, rechazo) y la intensidad de su respuesta. Entre 

los motivos de rechazo destaca el que la política lesione lealtades externas a la 

organización o afecte relaciones ya existentes. Finalmente, el tercer factor relevante 

se refiere a las condiciones económicas y políticas del contexto donde se desarrolla 

la política. 

4. Implicaciones para la democracia y la cultura política en México 

México es considerado como un país demócrata desde el punto de vista electoral 12
, 

aunque aún tiene por delante espacios que desarrollar, si desea ser considerada una 

democracia de ciudadanía. Este concepto, acuñado por el PNUD, va más allá de la 

democracia electoral. Se le define a partir del cumplimiento de un conjunto de 

condiciones para elegir y ser electo ( derechos políticos), así como "una forma de 

orgamzar a la sociedad con objeto de expandir los derechos de los cuales son 

portadores los individuos( ... ) es decir, los derechos civiles y sociales" 13
• Para que una 

democracia de ciudadanía exista el Estado debe dar pleno reconocimiento a la 

12 Información extraída del informe sobre La democracia en América Latina: Hacia una democracia de 
ciudadanos y ciudadanas El Índice de Democracia Electoral (IDE) planteado en el Informe considera cinco 
variables: i) derecho al voto; ii) elecciones limpias; iii) elecciones libres, v) elecciones como el mecanismo de 
acceso a cargos públicos, y v) no irrupción de los mandatos. La medición del IDE varía entre cero y uno, 
donde cero indica la total inexistencia de democracia electoral y uno el máximo. Respecto de este Índice, 
México registró un avance lento pero sostenido alcanzado prácticamente h. calificación de uno en 1996. 
13 "La democracia en América Latina. Hacia una democracia de ciudadanas y ciudadanos", página 51. 
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ciudadanía civil, la ciudadanía política y la ciudadanía social 14
• Como se observa, 

este concepto incorpora las dimensiones de la ciudadanía identificadas por T. H. 

Marshall. 

Además de generar políticas públicas e instituciones que hagan vigentes tales 

ciudadanías, es necesario abonar a la cultura política de una población pues el 

principal desafío de la calidad de las democracias en América Latina es la capacidad 

de combinar los cambios institucionales formales con la creación y expansión de 

prácticas democráticas y de una cultura de la ciudadanía (Opazo, 2000). La carencia 

de una cultura donde se manifieste la conciencia de derechos de los ciudadanos y la 

distancia que pueda existir entre derechos definidos formalmente y prácticas 

cotidianas determina el nivel de subordinación de unos sectores respecto de otros y la 

naturalidad con que se mira dicha subordinación. (Opazo, 2000). Eliminar las 

prácticas semiclientelares tiene que ver con la reprograma;:;ión de los mapas mentales 

que legitiman y hacen viables estas prácticas, es decir, trabajar en la construcción de 

una cultura de la ciudadanía que se convierta en un contrapeso efectivo. Finalmente, 

el gobierno democrático es aquel que acredite ser un gobierno capaz de dirección, 

coordinación y articulación de sus sociedades, con resultados relevantes (Aguilar, 

2006). 

Ello cobra particular relevancia en un país como México que tiene una población 

que se debate entre apoyar o no la democracia. En términos del Índice de Apoyo a la 

Democracia 15
, México se encuentra arriba del promedio regional. Este Índice elaborado 

por el PNUD ofrece una visión sobre el apoyo y posible vulnerabilidad de las 

democracias al identificar el porcentaje de población que tiene prácticas democráticas 

14 La ciudadanía civil implica el establecimiento de límites a las acciones del Estado y la garantía estatal de la 
igualdad juridica y la libertad de las personas. Considera las dimensiones de igualdad legal y protección 
contra la discriminación; derecho a la vida, la integridad fisica y a la seguridad; la administración de justicia; 
libertad de prensa y el derecho a la información; sistema de contrapesos efectivo -rendición de cuentas, 
equilibrio de poderes, contralorias, mecanismos de democracia directa, nivel de corrupción-). La ciudadanía 
política: se refiere a las dimensiones de la democracia electoral (derecho al voto; elecciones limpias, libres y 
el medio para acceder a cargos públicos-; participación electoral; competencia electoral y selección de 
candidatos; representación electoral). La ciudadanía social se refiere a aquellos aspectos de la vida de los 
ciudadanos que afectan el potencial para desarrollar sus capacidades básicas. Necesidades básicas (salud y 
educación) e integración social (empleo, pobreza y desigualdad). 
15 Abarca tres dimensiones básicas: i) tamaño de las orientaciones hacia la democracia; ii) activismo político 
de las distintas orientaciones, y iii) distancia o magnitud de las diferencias de opinión entre las orientaciones. 
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(los clasifica en demócratas participativos, demócratas desmovilizados, ambivalentes y 

no demócratas desmovilizados y no demócratas movilizados). Si bien los datos de 

México para 2000 indican que los demócratas ( 46.6 por ciento) son más que los no 

demócratas (19.7 por ciento), los ambivalentes (33.8 por ciento) pueden mover la 

balanza hacia un lado o el otro. Cabe señalar además que México es un país cuya 

democratización se ha realizado mediante procesos electorales y a partir de reformas en la 

distribución del poder político, dejando vacíos importantes en lo que a derechos sociales y 

civiles se refiere. 

5. México y su apoyo a la democracia 

De acuerdo con encuestas de opinión 16 levantad2.s por el Instituto Federal 

Electoral y la Secretaría de Gobernación (SEGOB), los claroscuros en México son los 

siguientes: 

CUADRO 5: CLAROSCUROS DE LA DEMOCRACIA EN MÉXICO 

Percepción de la democracia Participación Política 

1. El ser ciudadano significa "tener derechos y 1. El 83°~, sí cree que le toca hacer algo 

obligaciones" para el 40% de los entrevistados, mientras respecto ele los problemas que tiene que 

que para el 15% tiene que ver con "poder votar". No resolver el gobierno, de hecho, el 47% conoce 

obstante, el 88% no está interesado en la política. Esto problemas de su comunidad en los que podría 

responde en parte a que el 65% de los entrevistados estar interesado en apoyar a resolver. 

encuentran que la política es muy complicada. 

16 Las encuestas se llaman Encuesta Nacional de Valores, ciudadanos y Cultura de la Democracia del 
Instituto Federal Electoral ( 1999) y Encuesta Nacional sobre cultura Política y Prácticas Ciudadanas 
ENCUPP, de la Secretaría de Gobernación (2005). Deconstruyendo la ciudadanía. Avances y retos en el 
desarrollo de la cultura democrática en México. Publicación de la Secretaría de Gobernación. 2002. 
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Percepción de la democracia Partidpación Política 

2. Sobre el concepto de democracia, el 51 % de los 2. No obstante lo anterior, hay un déficit de 

ciudadanos encuestados o no considera que México capital social. El 82% no confia en los 

vive en democrncia o no lo sabe. Al preguntar sobre el demás y solo el 37% declaró pertenecer a 

nivel de satisfacción con la democracia, solamente un alguna organización u asociación social 

26% se dijo satisfecho. (junta de vecinos o alguna organización de la 

3. El 13% de personas consideradas afirmó que sociedad civil). 

apoyaría un régimen autoritario si éste le resolviera el 3. En el ten-eno de la tolerancia se registra un 

problema "del bolsillo". déficit má~. que preocupante pues entre el 40 y 

4. El 57% cree que los ciudadanos prácticamente no el 45 por ciento de los entrevistados declaró 

tienen ninguna influencia en las decisiones del que no dejaría que vivieran en su casa 

Gobierno, a diferencia del Presidente, los partidos personas de otra raza, con ideas políticas 

políticos y los empresarios. distintas y de otra religión, situación que se 

5. En el área de confianza en las instituciones, los recrudece en el caso de homosexuales y 

médicos, el ejército, la iglesia y el IFE son las enfermos de SIDA. Más aún, el 34% de las 

instituciones de mayor confianza con calificaciones personas no está de acuerdo en que alguien 

entre 7 y 7.9, mientras que las instituciones con mayor con ideas diferentes a las propias, salga en la 

desconfianza son la policía, los partidos políticos y los televisión. 

sindicatos. 

Fuente: elaboración propia con base en la ENCUPP 2005. 

III. CONTEXTO 

1. Política social y elecciones 

El 2006 fue un año clave para México pues tuvo las elecciones federales más 

controvertidas y disputadas de su historia. En el año de 2006 se elegía, además de 

Presidente de la República Mexicana a 6 gobernadores (as) 17 y al Jefe del Distrito 

Federal, además de representantes locales. También fue una de las que más votantes 

atrajo (votó el 57% del electorado). El candidato del Partido Acción Nacional 

(PAN), Felipe Calderón, ganó la Presidencia con un margen de poco más de medio 

17 Las entidades federativas que enfrentaban comicios locales para las gubematuras eran: Jalisco, Sonora, y 
Chiapas. 
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punto porcentual (obtuvo el 35.89% de los votos, mientras que el candidato de la 

Coalición por el Bien de Todos 18
, José Manuel López Obrador, obtuvo el 

35.31 % 19). A diferencia de la presidencia de Vicente Fox, de extracción panista, que 

no contaba con una mayoría en el Congreso que apoyara sus iniciativas, para el 

2006 además de la Presidencia, este partido ganó espacios suficientes20 en el 

Congreso que le permitirán obtener mayores apoyos para las reformas que impulse 

Felipe Calderón, al menos hasta el 2009 que la Cámara de Diputados se renovará. 

Seis años antes, el PAN había ganado por primera vez la Presidencia de la 

República luego de una hegemonía de 71 años del PRI, cc,n lo cual abrió además la 

puerta a la pluralidad política que marcaría los comicios de 2006. Estos, a 

diferencia de procesos anteriores, fueron los primeros en la historia de México 

organizados bajo la presidencia de un gobierno de oposición. La alta competencia 

política mostrada durante las campañas presidenciales dio paso a elementos nuevos 

como la intervención de actores no políticos que trataron de influir en el electorado, 

tal es el caso de los grupos empresariales y los dueños de los medios de 

comunicación. Incluso el Presidente en turno trató de influenciar al electorado 

violando con ello la institucionalidad del Instituto Fed,eral Electoral (IFE) y el 

prmc1p10 de equidad en la contienda electoral (Merino, 2006), lo que puso en 

peligro la legalidad de los resultados electorales. También se usaron por primera 

vez las llamadas campañas negras donde el objetivo no era dar a conocer 

plataformas políticas, sino sobre todo, descalificar al oponente. El resultado fue la 

polarización de la sociedad y un contexto de alta desconfianza entre actores 

políticos cuya factura recayó principalmente en el organismo responsable de 

organizar la elección, el IFE. 

Como se mencionó, los resultados fueron tan estrechos que el Instituto 

anunció la noche de la elección que "los márgenes de error estadístico calculado no 

18 Esta coalición incluía al Partido del Trabajo, Convergencia y el Partido de la Revolución Democrática. 
19 http://joseacontreras.net/mexico/Politica/Elecciones en Mexico 2006.htm 
~
0 En el caso de Senadores, el PAN ganó 52 esc¡ño; de los -128 disponibles, mientras que el Partido 

Revolucionario Institucional -PRI- ganó 33 y el PRO 26. En el caso de los Diputados el PAN ganó 207 de las 
500 diputaciones disponibles. 
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(permitían) distinguir claramente la fuerza política que {hubo) obtenido el mayor 

porcentaje de votación emitida" (Curcio, 2006). La declaración de victoria por 

parte de Felipe Calderón se dio días después, aunque el fallo legal tuvo que esperar 

a que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) resolviera 

las inconformidades de la Coalición por el Bien de Todos. Dicha Coalición, que 

obtuvo el segundo lugar en la elección, presentó ante la justicia electoral 18 

causales para solicitar el recuento de votos o, en su caso, la anulación del proceso 

electoral (Pliego, 2006). Entre tales causales se encontraban las siguientes: 

1) uso de propaganda negra; 

2) intervención del presidente; 

3) utilización de programas sociales del gobierno con fines políticos21
; 

4) propaganda religiosa; 

5) intervención de empresas; 

6) excesivo gasto del PAN en medios de comunicación; 

7) propaganda en el extranjero y de extranjeros; 

8) precampaña de Felipe Calderón; 

9) irref,'lllaridades en Salamanca, Guanajuato; 

1 O) actitud omisa del IFE; 

11) actitud omisa de la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos Electorales; 

12) utilización ilegal del padrón electoral; 

13) llamadas de call centers y push pools; 

14) parcialidad del IFE; 

15) errores aritméticos en las actas de cómputo distrital; 

16) violación de paquetes electorales; 

21 Al respecto, en el Juicio de lnconfonnidad SUP-JIN-212/2006,1 presemado por la Coalición por el Bien de 
Todos el 9 de julio de2006 ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), se señala lo 
siguiente: "El Ejecutivo Federal, durante el proceso electoral cuyas elecciones se llevaron a cabo el dos de 
julio próximo pasado, realizó en todo el país, por sí y por medio de diversas Secretarías de Estado, actos de 
presión, coacción e inducción al voto de los ciudadanos a favor del candidato del Partido Acción Nacional a la 
Presidencia de los fatados Unidos Mexicanos, C. Felipe de Jesús del Sagrado Corazón Calderón Hinojosa, a 
través de la utilización de diversos Programas Sociales con el fin de que dicho candidato ganara las elecciones 
mencionadas". 
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17) participación de candidatos no registrados, y 

18) participación de funcionarios públicos y de un dirigente magisterial. 

El fallo del TEPJF, aprobado el 5 de septiembre del 2006, no consideró como 

relevantes los recursos presentados por la Coalición por el Bien de Todos, declarando la 

validez de la elección presidencial y la victoria de Felipe Calderón. En lo concerniente al 

uso de programas sociales para apoyar la campaña del candidato del PAN, el TEPJF 

concluyó que no había elementos que llevaran al convencimiento de que tales 

irregularidades hubieran acontecido (Curzio, 2006). 

2. Elecciones Presidenciales 2006 

Lo cierto es que este proceso electoral como ninguno otro, fue escenario de prácticas 

semiclientelares, tal y como lo reportaron organizaciones de la sociedad civil y 

organismos internaciones como el PNUD, los que identificaron la utilización de dineros y 

programas públicos para persuadir electores, así como intentos de compra y coacción de 

votos hacia los grupos más vulnerables. La novedad es que esas prácticas las llevaron a 

cabo los tres principales partidos políticos, a saber, el PAN, el PRI y el PRD, y con una 

mayor profusión al nivel local (Cantú, 2006)22
. 

En el caso del PNUD, inició el monitoreo de los pro.gramas sociales federales a 

solicitud de la Secretaria de Desarrollo Social y de la Secretaria de Salud, analizando el 

grado de solidez., coherencia y eficacia de los mecanismos y dispositivos existentes de 

control y protección de ocho23 de los cerca de 230 programas sociales federales que 

implementa el Gobierno Mexicano. 

22 Los infonnes de los observadores nacionales y extranjeros dan cuenta d,~ la presencia de irregularidades que 
sin embargo, no ponen en duda la integridad de los comicios del 2006. Este estas irregularidades se 
encuentran las campañas costosas de contenido negativo, la utilización de programas sociales y de recursos 
públicos federales, estatales y municipales para la promoción electoral; el incumplimiento del Acuerdo de 
neutralidad por parte de algunos gobernantes; la intromisión del Presidente Vicente Fox, así como la del 
Consejo Coordinador Empresarial; fallas de comunicación e infonnación del IFE respecto de las actas 
procesadas e inconsistentes del Programa de Resultados Electorales Preliminares (PREP) (Cantú, 2006). 
23 Los programas sociales federales analizados fueron: i) Programa de Desarrollo Humano Oportunidades; ii) 
Hábitat; iii) Programa de Ahorro, Subsidio y Crédito a la Vivienda Progresiva (Tu Casa); iv) IMSS-
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En el "Diagnóstico sobre la vulnerabilidad político-electoral de los programas 

sociales federales"24
, dado a conocer por el PNUD de manera previa a los comicios del 

2006, se indica que algunos de los programas analizados ten::an espacios que podían ser 

usados con fines político electorales. De acuerdo con este diagnóstico, 

';, las prácticas de manipulación y uso indebido de los programas sociales persiste en 

el país, aunque son más sofisticadas. Si bien la coacción, compra y 

condicionamiento del voto en relación con los programas sociales persiste y en 

algunos casos constituyen delitos electorales, en otro, casos, no se tipifican como 

actos ilegales. 

-,. Se detectó que el eslabón de la cadena de operación de los programas sociales 

federales que parecía ser el más vulnerable era el que corresponde a las autoridades 

y a los operadores de programas en el ámbito local. En general, los "promotores" 

con vínculos partidistas, los partidos políticos, las autoridades municipales, y los 

gobernadores, eran las principales autoridades que podían realizar prácticas de 

manipulación del voto. 

', Se detectaron patrones de uso político como el reparto de materiales de 

construcción, tinacos, despensas, fertilizantes, material escolar, programas de 

apoyos a madres solteras, para personas de la tercera edad y becas estudiantiles. 

-,. La imagen general es que estos programas dependían del "gobierno federal" y se 

identificaban con la acción directa del Presidente de la República. La mayoría de 

los beneficiarios no entendía los criterios de elegibilidad ni de incorporación, 

motivo por el cual muchos consideraban "una suerte" haber sido seleccionados. En 

términos de la participación social se identificó una falta de transparencia de los 

programas sociales ya que asuntos como el presupuesto, la operación y condiciones 

de los beneficios eran desconocidos para los derechohabientes. 

Oportunidades; v) Sistema Nacional de Protección Social en Salud (Seguro Popular); vi) Programa de Apoyos 
Directos al Campo (Procampo); vii) Programa de Apoyos a la Comercialización y Desarrollo de Mercados 
Regionales, y viii)Programa de Infraestructura Básica para la Atención de .os Pueblos Indígenas (PIBAI). 
24 http://www.undp.org.mx/programassociales/Documentos/Publicaciones/lnforme%20Diagnóstico.pdf 
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, Se detectaron vacíos y fallas en el desarrollo de los programas que afectan su 

funcionamiento y la transparencia de los mismos, a :;aber, relacionadas con: a) la 

información y la comunicación ( escaso conocimiento de los mecanismos de acceso 

a la infonnación y denuncia); b) los mecanismos de control y fiscalización de los 

recursos (inexistencia o ineficiencia de los mismos), y c) la selección del personal 

operativo al nivel estatal y municipal (poco rigor en la selección y control de éste). 

,. Aunque estas prácticas no necesariamente podían alterar la voluntad popular, en el 

sentido de determinar los resultados electorales, sí vulneraban la libertad de elección 

de los ciudadanos en lo individual. 

Estos datos fueron similares a los arrojados por el estudio "Monitoreo de programas 

sociales en contextos electorales" del Centro de Análisis e Investigación FUNDAR, que 

analizó durante 2004 y 2005 el uso político de algunos programas sociales federales25 en 

estados que efectuarían elecciones para gobemador(a), a saber, los estados de México 

(Edomex), Nayarit, Veracruz y Tlaxcala. Entre sus conclusiones destacan las siguientes: 

a) Se detectaron espac10s para la utilización de los programas sociales federales, 

determinados por deficiencias en la normatividad y la gestión de los programas que 

pudieron ser aprovechados por funcionarios y actores políticos, especialmente, en el 

ámbito local. 

b) Hay un vacío de control importante en la ejecución de los programas a nivel localidad 

o beneficiario final. 

c) La contraloría social promovida por los programas sociales federales se desarrolla en 

un ambiente de poca capacidad para exigir información y rendición de cuentas por 

parte de los beneficiarios. Situación que se refuerza por la falta de información. 

d) El posible uso electoral se agrupa en dos categorías: 

25 Los programas observados fueron Desarrollo Humano Oportunidades, Abasto Social de Leche. Apoyo 
Alimentario de DICONSA, Adultos Mayores y el Fondo de Aportaciones para Infraestructura Social 
Municipal (FISM) del Ramo 33. Para el análisis se utilizaron encuestas, análisis presupuestarios y 
estadísticos, análisis econométricos, monitoreo de prensa nacional y seguimiento a sentencias emitidas por el 
Tribunal Electoral del Poder Ejecutivo de la Federación. Para mayor detalle ver 
http:/!www.fundar.org. mx/programassociales/programassociales. htm 
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1) clientelismo entendido como la oferta de bienes, servicios o programas de ayuda 

social, a cambio del voto. Según la investigación: 

• Un ocho por ciento de los entrevistados indicaron haber recibido ofertas 

durante las elecciones de su estado. 

• La incorporación a programas sociales es la segunda oferta clientelar en 

importancia. Entre 2 y 3 por ciento de la población encuestada recibió esta 

oferta. Los programas que más se ofrecieron fueron Apoyo a Madres Solteras, 

Adultos Mayores, Becas, créditos a la vivienda, Oportunidades y Seguro 

Popular. 

2) Compra y coacción del voto, entendida como la entrega de beneficios en mítines 

políticos y/o la amenaza de retiro de un programa social federal. En total, el 2.6 

por ciento de los entrevistados indicó haber sido objeto de este tipo de acciones. 

En el Infonne de la Encuesta Nacional sobre la Protección de los Programas Sociales 

(ENAPP 2006), el PNUD reconoce que a pesar de las medidas jurídicas, institucionales y 

programáticas para inhibir el uso proselitista de los programas sociales, "aún persisten 

zonas grises que se prestan a la manipulación de los apoyos en coyunturas electorales. La 

descentralización de los fondos destinados al desarrollo social, sumada a la concurrencia de 

distintos órdenes de gobierno en la operación de un número :.mportante de programas y la 

relativa ausencia de normatividad y control en los ámbitos de operación local, han 

desplazado la atención hacia la manera como los gobiernos estatales y municipales manejan 

los recursos públicos transferidos desde la Federación (más aún) ... los resultados de la 

ENAPP confinnan que uno de los retos pendientes para contar con programas 

relativamente inmunes a la manipulación clientelar pasa por el reforzamiento de la 

transparencia y la rendición de cuentas en los órdenes de gobierno estatal y municipal (así 

como de) una cultura ciudadana de los derechos en la población" (PNUD a, 2007, página 

14). 

Con posterioridad a las elecciones, otros análisis fueron realizados para medir el 

posible impacto que estas prácticas semiclientelares tuvieron sobre los resultados 

electorales del 2006. En general, no se encuentran evidencias de que hayan sido 
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determinantes para influir en el t1;unfo del PAN, aunque sí hay un estudio realizado por un 

investigador de Standford, Alberto Díaz-Cayeros, que indica que los programas de 

Oportunidades y Seguro Popular sí ayudaron a construir la victoria de Felipe Calderón pues 

fueron premios a la buena política social del gobierno de Vicente Fox, De acuerdo con su 

investigación al extender la cobertura del programa de Oponunidades al ámbito urbano y 

poner en marcha un programa como el Seguro Popular, se ganaron adeptos sobre todo en 

las ciudades. Otro estudio más de la UNAM, analiza el impacto del Programa de Desarrollo 

Local Microrregiones y de Oportunidades y concluye que no existe una correlación entre su 

posible uso electoral y la victoria del PAN (Pliego Carrasco, 2006). Por su parte, el PNUD 

levantó la ENAPP 2006 unos días después de la jornada electoral, donde se recogen las 

impresiones de beneficiarios y no beneficiarios de los programas sociales federales. Uno de 

los cuadernos de trabajo26 elaborados a partir de los resultados de la ENAPP 2006 señala 

que las prácticas de compra y coacción del voto se dieron mcluso más profusamente en 

entidades que tenía elecciones estatales. Sobre este punto se sostiene que, 

• Si hubo compra y coacción del voto (según reportaron los grupos entrevistados). 

• El nivel es significativamente diferente entre los estados elegidos (Jalisco y 

Chiapas. 

• Hay un menor nivel de reporte de compra en los beneficiarios que en los no 

beneficiarios 

• En ambos grupos, la variable estatal es fuertemente predictiva 

• Hay otras variables estadísticamente importantes como el sexo y la escolaridad, 

pero varían según el grupo encuestado. 

En los reportes, el intercambio de obras públicas y el condicionamiento a asistir a 

mítines políticas fueron las más presentes, seguido de la solicitud expresa de votar por un 

candidato específico. 

26 Fuente: Vilalta, Carlos, Compra y coacción del voto en México: variaciones estatales y diferencias de 
opinión entre beneficiarios y no beneficiarios de programas sociales, Serie ENAPP, Cuaderno de trabajo No. 
4, PNUD, 2007. 
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Más allá de si incidió o no en los resultados electorales, de lo que se trata es de 

destacar que todavía segmentos de la población ·'tienen comprometidos sus derechos 

políticos en lo que constituye uno de los ingredientes fundamentales de la condición de 

ciudadano: el poder votar libremente, de acuerdo con la preferencia particular e 

intransferible de cada persona para decidir quienes gobernarán en nombre de la 

comunidad política toda" (PNUD a, 2007). 

Es de notar, que en periodos de mayor pluralismo políti.co, se ha buscado inhibir el 

semiclientelismo, mediante la creación de un andamiaje jmídico institucional, que sin 

embargo, no ha logrado erradicar estas prácticas. 

3. A vanees en d marco jurídico institucional para limitar el uso político-electoral de 

los programas sociales federales 

Como se mencionó anteriormente, el país ha confirmado su compromiso con la 

democracia gracias a los periodos de distensión entre los grupos de interés y los 

movimientos sociales, y a la labor de los administradores reformistas. Innovaciones en 

leyes y andamiaje institucional han permitido reducir los espacios gubernamentales para 

prácticas semiclientelares. Por el lado de la oferta, podemos ver que se ha fortalecido el 

acceso a la información, la figura de la contraloría social y el desarrollo social como un 

derecho de la ciudadanía. Entre los avances más significativos, aunque no los únicos, 

destacan los siguientes: 

•!• Incorporación de reglas de operación de los programas sociales en el 

Presupuesto de Egresos de la Federación a partir de 1997, 

•!• Obligación de que los programas sociales cuenten con mecamsmos de 

contraloría social y con evaluaciones externas. 

•!• la entrada en vigor de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental en 2002, y 

•!• la promulgación de la Ley General de Desarrollo Social en 2004, entre 

otros. 
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•!• La creación de instituciones que dan v1gencrn a derechos democráticos 

como la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales 

(FEPADE) y el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública 

(IFA.1)27
. 

•!• La creación de la Comisión Intersecretarial encargada de coordinar las 

políticas para prevenir y combatir la corrupción y fomentar la transparencia. 

•!• Financiamiento de proyectos de monitoreo y vigilancia de programas 

sociales por parte de SEDESOL y de la Secretaría de la Función Pública. 

•!• Financiamiento de proyectos de observación electoral por parte de la 

Secretaría de Gobernación (a través del PNUD y su Fondo de Apoyo a la 

Observación Electoral). 

Por lo que se refiere a la Ley General de Desarrollo Social28 destaca lo siguiente: 

1) el reconocimiento de la contraloría social como un mecanismo para verificar 

la correcta aplicación de los recursos públicos; 

2) la obligación de publicar reglas de operación para los programas sociales 

federales; 

3) la obligación de los programas sociales de incluir en sus programas de 

información y difusión la leyenda: "Este programa es público, ajeno a 

cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos al 

desarrollo social··; 

4) las características del Sistema Nacional de DesaITollo Social (a cargo de la 

SEDESOL), que es el mecanismo de coordinación entre los tres niveles de 

gobierno; 

5) la creación de diversas instancias de coordinación y evaluación como son la 

Comisión Nacional de Desarrollo Social, la Comisión Intersecretarial de 

17 Este instituto se creo con el fin de hacer cumplir la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental (LFT AIPG) aprobada el 30 de abril de 2002 y con fecha de inicio en vigor junio del 
mismo año. 
28 el 20 de enero de 2004 se publicó en el DOF la Ley General de Desarrollo Social (LGDS) 
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Desarrollo Social y el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de 

Desarrollo Social. 

Adicionalmente, y a fin de dar certeza e imparcialidad a la política social mexicana, 

los responsables de los programas sociales federales pusieron en marcha programas y 

estrategias de blindaje para contextos electorales. Aunque estos empezaron a aplicarse 

desde 2000 tuvieron una mayor presencia durante las elecciones presidenciales del 2006 

que fueron objeto de mayor competencia electoral y donde los actores políticos ejercieron 

una mayor presión para asegurar la equidad de la contienda. 

4. Acciones de bltindaje electoral 

Algunas dependencias del gobierno federal instrumentaron disposiciones del Programa 

Nacional de Combate a la Co1rupción, Fomento a la Transparencia y el Desarrollo 

Administrativo 2001-2006 que establecía la obligación de poner en marcha mecanismos 

que permitieran difundir los objetivos, dieran mayor transparencia y fomentaran la 

participación social en los programas sociales. Por otro lado, los programas sociales 

desarrollaron ya sea programas de protección en contexto electoral o estrategias de 

blindaje electoral. Es importante distinguir entre el concepto más amplio de 

protección de programas sociales y las estrategias de blindaje electoral. En el 

primer caso S4::: incluye un conjunto de acciones tanto normativas como 

institucionales y administrativas que buscan mejorar la gei;tión y la transparencia de 

los programas al institucionalizar ciertos procesos y etapas clave en su diseño e 

implementación. El blindaje electoral se refiere a acciones de tipo comunicacional 

y de difusión, sumadas o no a medidas administrativas, normalmente puestas en 

operación escasos meses previos a la jornada electoral (PNUD a, 2007). 

Otras acciones llevadas a cabo por otros actores durante la contienda son las que a 

continuación se describen: 
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a. El 23 de mayo de 2006 entraron en vigor las Reglas de Neutralidad emitidas por el 

IFE, a fin de que el Presidente de la República, gobernadores, alcaldes, el Jefe de 

Gobierno del Distrito Federal, delegados y funcionarios públicos se abstuvieran de 

apoyar y actuar en beneficio de los candidatos, partidos o coaliciones. Este Acuerdo 

estableció que a partir de esa fecha, se llevarian a cabo una serie de acciones 

preventivas para mantener un ambiente de neutralidad por parte de los servidores 

públicos durante el proceso electoral. 

Estas acciones incluían la abstención de realizar cualquier tipo de campaña 

publicitaria de programas de obra pública o de desarrollo social; asimismo que 

tampoco podrían asistir en días hábiles a cualquier evento o acto público de los 

aspirantes y candidatos a cargos de elección popular federal ni emitir expresiones de 

promoción a favor de cualquiera de ellos promover d voto de ninguna manera y 

finalmente adoptar una actitud plenamente neutral con respecto a las campañas 

electorales de los candidatos en la contienda. Todo lo anterior con el objetivo 

principal de garantizar un sufragio libre y efectivo para los mexicanos. 

b. La Comisión Nacional de Desarrollo Social por su parte, emitió el 

"Pronunciamiento por la Legalidad y Transparencia a efecto de evitar el uso 

indebido de los programas y recursos públicos destinados al desarrollo social 

durante la campaña electoral del año 2006", suscrito el 9 de febrero de 2006. Esta 

recomendación incluyó trece acciones: 

Promover la suspensión de la publicidad de los programas sociales por 

cualquier medio, la presentación de resultados de gestión o la entrega en 

actos públicos de obras, servicios, apoyos u otras asistencias de programas 

gubernamentales, al menos un mes antes del día de la jornada electoral del 

año 2006. 

- Hacer propio el llamado anterior a efecto de que adoptar las medidas 

tendientes al mismo fin, en el marco de los compromisos del Programa por 

la Legalidad para procurar la garantía de un proceso electoral transparente y 
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civilizado en el 2006, suscritos por la XXV Conferencia Nacional de 

Gobernadores, específicamente respecto de las siguientes acciones: 

c. Exhortar a las autoridades correspondientes para que sean enérgicos vigilantes 

de la procedencia, ejercicio y límites de los recursos y donaciones para las 

campañas y, en su caso, sancionar a quien viole los preceptos aplicables en la 

materia. 

d. Impedir el uso de recursos y programas públicos a favor de cualquier partido 

político o campaña electoral, así como evitar cualquier acción de 

condicionamiento de los programas sociales por el voto, especialmente en las 

zonas. marginadas. 

e. Garantizar la transparencia, el pleno acceso ciudadano a la información 

gubernamental relacionada con los procesos de asignación de recursos y 

contratos, así como a los padrones de beneficiarios de los programas sociales, 

en términos de las disposiciones aplicables. 

- Cuidar que los programas sociales no sean identificados con frases, 

eslóganes, logotipos o colores partidarios. 

- Reforzar la información a las familias que reciben apoyos de los programas 

sociales, para poner en claro que sus recursos son públicos y que nadie 

puede pedir su voto a cambio de el los. 

- Apoyar los trabajos de observación de las organizaciones de la sociedad 

civil durante el proceso electoral y darles acompañamiento para cuidar el 

blindaje de los programas sociales. 

Apoyar los trabajos del Alto Consejo que fue convocado por la 

representación de la Organización de las Naciones Unidas en México para 

evitar el uso electoral de los programas sociales. 

Promover ante los medios de información que la información, publicidad e 

inserciones, en relación con programas y obras públicas, señale en forma 

expresa que ha sido información pagada, para no confundir al electorado con 

"noticias o información generada de forma gratuita y espontánea". 
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- Hacer transparente la información sobre obras y programas públicos, para 

que sea conocida por la ciudadanía de forma pronta y objetiva. 

Impulsar esquemas de contraloría social para que los propios ciudadanos 

vigilen el buen uso de los recursos de los programas sociales. 

Difundir amplia y efectivamente información respecto de los delitos en que 

incurren quienes destinan recursos, programas y obras públicas para fines 

electorales, así como la forma de denunciar cualquiera de estos 

comportamientos, involucrando para este propósito a la Fiscalía Especial 

para la Atención de Delitos Electorales. 

- Impedir la presencia de los funcionarios relacionados con programas y obras 

públicas en actos públicos partidistas y con fines electorales, sin perjuicio 

del derecho de militancia de cada uno de ellos. 

Abstenerse de invitar o recibir a candidato a:!guno a los eventos públicos 

relacionados con la entrega de obras y programas públicos. 

Los fim1antes de este pronunciamiento infom1arán a la Comisión Nacional 

de Desarrollo Social con una periodicidad mensual de las acciones 

adoptadas para evitar el uso indebido o partidista de los programas sociales 

federales durante el proceso electoral. 

f. La FEPADE diseñó y distribuyó el "ABC de los servidores públicos", 

publicación orientada a los servidores públicos y que buscó informar sobre 

varios aspectos de la gestión pública y del proceso electoral; identificaba faltas 

administrativas y delitos electorales, de manera preventiva. Buscó que los 

funcionarios públicos contaran con los conocimientos necesarios y suficientes 

para reconocer los principales delitos electorales y aportó elementos para 

prevenir que se cometieran faltas e irregularidades administrativas o delitos 

electorales en el desempeño de sus funciones como servidores públicos (PNUD 

b, 2007). 

g. La Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó la suspensión de todos los 

anuncios en los que apareciera el ex Presidente Vicente Fox promoviendo 
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programas sociales y que no contaran con las leyendas que advirtieran que 

dichos mensajes eran sin fines partidistas o electorales. 

h. A diferencia de otros años, se notó una mayor participación de los actores 

gubernamentales y sociales en la protección y el blindaje de los programas 

sociales. Hubo mayor cantidad de información disponible y una mayor apertura 

al monitoreo. 

Con todo, como ya se mencionó, no fue suficiente para erradicar del escenano 

político las prácticas semiclientelares, sobre todo en un sistema como el Seguro Popular. 

IV. EL CASO DEL SEGURO POPULAR 

t. Antecedentes 

El Programa del Seguro Popular es el resultado por un lado del interés personal de su 

principal diseñador y por el otro, de las presiones de organismos internacionales. 

Desde sus estudios en la Facultad de Medicina en la UNAM e incluso para efectos 

de su doctorado, Julio Frenk reflexionó sobre la necesidad de un sistema universal de 

salud, parejo para todo el mundo que hiciera efectivo el articulo 4° constitucional que 

establece el derecho a la salud (Contreras, 2006). Su principal crítica al sistema mexicano 

de salud creado en 1943 era su vinculación limitada al empleo formal, dejando fuera a 

todos aquellos individuos no asalariados o que estaban en el mercado informal (Contreras 

y Tetelboin, 2006). 

Años después, ya como Director de la Fundación Mexicana para la Salud, 

Funsalud, impulsó el estudio sobre Cuentas Nacionales de Sa:tud, publicado en 1993, que 

cuantifica por primera vez la magnitud del gasto privado en salud y que documenta que la 

mayor parte del gasto es privado. Este estudio dejó en claro que el sistema de salud 

mexicano integrado por el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) y el Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) era 

profundamente inequitativo pues dejaba fuera a una parte importante de la población que 
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estaba desempleada o en el mercado de empleo informal. Ello, imponía cargas y 

beneficios diferentes a la sociedad. 

El marco conceptual de un sistema de salud más equitativo lo construyó a partir de 

su paso por la Organización Mundial de la Salud (OMS) en donde fue funcionario de 

1998 al 2000. Participó en la concepción del Informe Mundial de la Salud 2000 que 

estableció los tres objetivos básicos de todo sistema de salud: l) mejorar las condiciones 

de salud; 2) proporcionar trato digno a las personas, y 3) asegurar un financiamiento 

justo, que distribuyera la carga financiera en forma equitativa. 

Cuando el Presidente Vicente Fox lo invita a formar parte de su Gabinete, empezó 

a trabajar en la propuesta para enfrentar el reto de la protección financiera que se 

cristalizó en un seguro público universal (Gómez y Ortíz, 2006). 

2. México y sus compromisos internacionales en materia dt! salud 

México venia en1:i-entando presiones desde los organismos internacionales que mediante 

informes hacían evidente el incumplimiento de sus compromisos en materia de salud. En 

el Informe Mundial de Salud 2000 de la OMS, por ejemplo, México salió evaluado muy 

bajo respecto de la justicia financiera29
. Entre un total de 191 países, ocupó el sitio 144, 

aunque en la valoración global del conjunto de los cinco objetivos evaluados por la 

Organización (nivel y distribución de salud, nivel y distribución de la capacidad de 

respuesta adecuada y protección financiera), obtuvo la posi,:;ión 51 (Knaul, 2005). 

Este bajo desempeño se debió a la falta de protección financiera de la mitad de la 

población, determinada por el modelo de salud creado en 194:1 que dividió a la población 

entre asegurados y no asegurados, dejando fuera del sistema de seguridad a cerca del 

50% de la población. En el caso de los asegurados, estos fueron cubiertos por el IMSS y 

por el ISSSTE. Antes de la creación del Seguro Popular, el IMSS atendía a todos los 

trabajadores asalariados del sector privado y a sus familias (aproximadamente al 40% de 

29 La justicia financiera es un principio básico que senala que los individuos deben aportar de acuerdo con su 
capacidad de pago y recibir servicios en función de sus necesidades de sa.lud y no en función de su nivel de 
ingreso. Durante la 58ª Asamblea Mundial de Salud, celebrada en mayo de 2005, se adoptó una resolución 
que reconoce la ausencia en la mayoría de los países en desarrollo de mecanismos de protección financiera. 
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los casi l 00 millones de habitantes en el país). Por su parte el ISSSTE atendía a 7% de la 

población que se encontraba empleada por el Estado mientras que los seguros privados 

cubrían de 3% a 4% de la población (Frenk, et al, 2007). 

Por lo que respecta al derecho a la salud establecido en el Pacto de Salvador30 y 

desarrollado por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales31 de la 

Organización de las Naciones Unidas (ONU), la oficina en México del Alto Comisionado 

de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH), publicó en diciembre 

del 2003 el Diagnóstico sobre la situación de los derechos humanos en México. Este 

informe incluye un capítulo específico sobre la situación que guarda el derecho al disfrute 

del nivel más alto de salud fisica, mental y social32
. En ést·e se señala que en México 

existen diversos problemas de naturaleza estructural del sister1a de salud pública que han 

provocado y provocan violaciones a los derechos humanos. Estos problemas se refieren 

básicamente a la discriminación o exclusión en el acceso a l.os servicios, la negación o 

postergación de la atención, la falta de insumos y equipo y la disminución de la calidad 

de los servicios (OACNUDH, 2003). 

Un año después de la publicación del Diagnóstico, la Secretaría de Gobernación 

publicó su Plan de Acción para los Derechos Humanos en el que si bien apunta que al 

nivel jurídico este derecho se consagra en el artículo 4° constitucional, reconoce que la 

atención a la salud presenta desafios. Resalta la necesidad de conformar un sistema de 

salud universal, equitativo, solidario, eficiente, descentralizado y participativo, lo cual ya 

es considerado en el Programa Nacional de Salud 2001-2006. Al respecto es preciso 

acotar que este derecho, a diferencia del derecho a la educación, que se consagra en un 

artículo constitucional dedicado exclusivamente al tema, no se define como universal 

30 En el artículo 1 O del Pacto de San Salvador se establece como primer elemento el que toda persona tiene 
derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de bienestar fisico, mental y social. 
31 Los derechos económicos, sociales y culturales DESC son parte de los derechos humanos como atributos y 
garantías que corresponden al ser humano o a las personas al margen y po: encima de las leyes, los cuales por 
lo menos, deben ser reconocidos y protegidos. 
32 Si bien la Observación General no. 14 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la 
ONU, reconoce que los Estados Parte proporcionarán, según sus posibilidades, el derecho a la salud en todas 
sus formas y a todos los niveles, también es cierto que establece los criterios mínimos de cumplimiento, a 
saber: 1) Disponibilidad: entendida como una infraestructura suficiente; 2) Accesibilidad: la que debe estar 
abierta a todo miembro de un Estado Parte. Tal criterio incluye cuatrn dimensiones superpuestas: i.- No 
discriminación; ii.- accesibilidad física; iii.- accesibilidad económica y iv.- acceso a la información; 3) 
Aceptabilidad: entendida como un respeto a la ética médica y a la cultura ele las personas, y 4) Calidad. 
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smo que es la propia ley la que definirá las bases y modalidades para el acceso a los 

servicios de salud. Esto se encuentra por primera vez en la Ley General de Salud de 1984 

(Elizondo, 2007). 

Es de mencionar sin embargo, que entre las líneas de acción a desarrollar, no se 

encuentra la consolidación de un programa que por ese entonces era piloto y que 

implementaba la Secretaria de Salud, conocido como Seguro Popular. Las líneas de 

acción se limitaban a la ampliación en la cobertura de los programas PREVENIMSS e 

IMSS-Oportunidades. 

Por lo que se refiere a los Objetivos de Desarrollo del Milenio, mencionados en el 

cuadro 6, la ONU en México, publicó dos años después del Diagnóstico (abril del 2005) 

el Informe relativo al país subrayando que los avances en relación con los Objetivos 4 y 

5, Reducir las tasas de mortalidad infantil y de Mortalidad materna, respectivamente, eran 

insuficientes para alcanzar las metas comprometidas para el afio 201533
. 

CUADRO 6: OBJETIVOS DE DESARROLLO 
DEL MILENIO 

1) Erracliicar el hambre y la pobreza extrema 
Metas 
Reducir a la mitad el porcentaje de población que viYe con menos de un dólar 
diario. 
Reducir a la mitad el porcentaje de personas que padecen hambre. 

2) Logra1r la matriculación primaria universal 
Metas 
Lograr que todos los niños y ni11as del mundo terminen un ciclo completo de 
enseñanza primaria 

33 En el caso de mortalidad infantil entre 1990 y 2003 se registró una redL.cción de 44.2 a 25 defunciones por 
cada mil nacimientos, cifra menor a la meta de 14.7 defunciones. Los datos en mortalidad materna no 
resultaron mejores, pues esta se redujo en el mismo periodo, de 89 a E5.2 defunciones por cada cien mil 
nacimientos, cuando la meta planteado por la ONU es de 22.2 defunciones. 
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CUADRO 6: OBJETIVOS DE DESARROLLO 
DEL MILENIO 

(Continúa) 

3) Erradicar el hambre y la pobreza extrema 
Metas 
Reducir a la mitad el porcentaje de población que vive con menos de un dólar 
diario. 
Reducir a la mitad el porcentaje de personas que padecen hambre. 

4) Lograr la matriculación primaria universal 
Metas 
Lograr que todos los niños y niñas del mundo terminen un ciclo completo de 
enseñanza primaria 

5) Promover la igualdad de los géneros y potenciar a la mujer 
Metas 
Eliminar las disparidades entre géneros en la ¡:!nseñanza primaria y secundaria, 
preferiblemente para el 2005, y en todos los niveles de la enseñanza para el 2015. 

6) Reducir las tasas de mortalidad infantil 
Metas 
Reducir en dos terceras partes la tasa de mortaldad de niii.os menores de un aii.o y 
de niños menores de cinco años. 

7) Reducir las tasas de mortalidad materna 
Metas 
Reducir las tasas de mortalidad materna en tres cuartas partes. 

8) Luchar contra el VIH(SIDA, el paludismo y otras enfermedades 
Metas 
Frenar e invertir la expansión del VIH/SIDA 
Detener y empezar a reducir el paludismo y otra, enfermedades importantes. 

9) Asegurar la viabilidad medioambiental 
Metas 
Integrar los principios del desarrollo sostenible en normativas y programas 
nacionales e invertir la tendencia a la pérdida de recursos medioambientales. 
Reducir a la mitad el porcentaje de personas que carecen de agua potable de modo 
duradero. 
Lograr para el año 2020 una mejora importante para la vida de al menos 100 
millones de personas que viven en aglomeraciones insalubres. 

Fuente: Elaboración propia con base en el clocumcnto Los Objetivos ele Desarrollo del Milenio en México: lnfórrne de 

Avances 2005. páginas 11-13. 
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El asunto del inequitativo acceso a los servicios de salud es abordado en el informe 

como un elemento que hace insostenible el avance en la reducción de la pobreza, meta 

que de acuerdo al Gobierno Mexicano será alcanzada para 2015. El que 42.8 por ciento 

de la población no cuente con seguridad social y tenga que enfrentar gastos imprevistos 

que comprometan su economía contribuye a uno de los mayores problemas del país, que 

es la desigualdad (ONU, 2005). 

Por lo ante1ior, la ONU recomienda en una primera etapa consolidar el programa de 

Seguro Popular como eje articulador de la incorporación de los más pobres a un sistema 

de protección social en salud, y en el largo plazo plantear un sistema único de salud que 

permita homogenizar los incentivos y eficientar el gasto público. 

3. Surgimiento del Seguro Popular como programa piloto 

Desde el Plan Nacional de Desarrollo 2000-2006 se consideró a la salud como punto 

esencial para la educación y el desarrollo del país, siendo una de las estrategias el elevar 

los niveles de salud, mediante el acceso garantizado a los servicios integrales de salud. 

Asimismo, el Programa Nacional de Salud 2000-2006, identi.ficó como desafíos la falta 

de equidad, la calidad en los servicios y la protección financiera34
. 

Para hacer frente a tales retos, la Secretaría de Salud inició de manera paralela dos 

acciones. Por un lado puso en marcha un programa piloto llamado Salud para Todos, el 

cual se implementó en cinco entidades federativas. Por el otro, inició la fase de 

cabildeo con los principales actores políticos, a fin de facilitar la modificación a la 

Ley General de Salud de tal manera que tres años después se diera vida al Sistema 

de Protección Social en Salud conocido como Seguro Popular. Al pasar de un 

programa a una disposición de la ley se aseguraba su permanencia en el tiempo y 

34 En los documentos presentados a la Cámara, la justicia financiera "mide el grado de equidad en el 
financiamiento del sistema de salud. El sistema de salud es justo o equitativo en la medida en que el gasto en 
salud se distribuye proporcionalmente en relación a la capacidad de pago de los hogares, independientemente 
de su nivel socioeconómico". En Documento Programa de Seguro Popular del Centro de Estudios Sociales y 
de Opinión Pública; página 18. 
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con ello alcanzar la meta de incorporar en 201 O al 57 .8 por ciento del total de la 

población del país que carecía de seguridad social. 

Cabe señalar que aunque este Programa originalmente sería implementado 

desde el Seguro de Salud para la Familia, ya contemplado en la Ley del IMSS y en 

concordancia con el Programa Nacional de Salud 2001-2006, se concluyó que no 

era una buena idea dados los desafíos que enfrentaba el propio IMSS. Lo siguiente 

fue presentar el proyecto al Gabinete Social, el que estuvo de acuerdo en insertarlo 

en la estrategia de política social que tenía una vertiente de protección que podía 

albergar la idea de la protección social en salud (Gómez, 2004). 

La fase piloto del Seguro Popular se implementó de octubre del 200 l a 

diciembre del 2003 y buscó iniciar un proceso gradual de atención a los cinco 

grandes desequilibrios financieros del sistema mexicano de salud, a saber, 

i) de nivel (relacionado con el peso relativo del gasto público en el gasto total 

de salud 35
) (ver cuadro 7 relativo al gasto total en salud de países de la 

OCDE); 

ii) de origen (se refiere al predominio del gasto del bolsillo en el 

financiamiento de la salud36
. Ver cuadro 8 de gasto en salud por fuente de 

financiamiento); 

iii) de distribución (relativa a la desigual distribución de recursos entre 

asegurados y no asegurados, y entre estados); 

iv) de esfuerzo estatal (es decir, la desigual contribución estatal a los servicios 

de salud), y 

v) de destino de los recursos ( el sector salud dedica cada vez más recursos al 

pago de la nómina y cada vez menos recursos al gasto de inversión). 

35 En México se destina 5.8% del producto interno bruto (PIB) a la salud, en contraste con países 
como Chile, Colombia y Uruguay que, con un nivel de desarrollo similar al de México, dedican 7.2, 
9.6 y 10.9% del PIB a la salud, respectivamente. El promedio latinoamericano es de 6.9% (Gómez, 
2004). 
36 En México más de la mitad de los recursos para la salud (58 por ciento en 2003) son privados y provienen 
el bolsillo de las familias. Comparativamente, en Colombia y Costa Rica, ésta proporción es del 29 y 27% del 
gasto total en salud, respectivamente. Ello rompe en el principio básico de justicia financiera en salud 
(Gómez, 2004) 
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CUADRO 7: FINANCIAMIENTO PÚBLICO DEL GASTO 
TOTAL EN SALUD. PAÍSES SELECCIONADOS DE LA OCDE 
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Fuente: Elizondo, Carlos "El derecho a la protección de la sa lud" . Revista Salud Pública de México/ 
vol. 49, número 2, marzo-abril de 2007. Página 148. 

CUADRO 8: EVOLUCIÓN DEL GASTO I:N SALUD EN 
MÉXICO POR FUENTE DE FINANCIAMIENTO (1990-2002) 
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Cdima. Dur,ngo, Guerrero. Micho>cln. Horelos. Nay, rt~ Quertmo. Qulncn, Roo. Sorora.Tl .. c, la,Yuwin y Zmtem. 
El :¡¡><to priv>clo en 2002 incluye reembolsos. 

Fuente: Elizondo, Carlos "El derecho a la protección de la salud". Revista Salud Pública de México/ vol. 49, 
número 2, marzo-abril de 2007. Página 149. 
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El enfoque del programa se diferenciaba del que dominaba hasta entonces en 

que no planteaba aumentar la infraestructura pública de salud, inaccesible para la 

mayoría de la población, sino brindar protección financiera a las familias con 

carencias de seguridad social. A través de esta opción voluntaria de aseguramiento 

público se aseguraba que las personas pudieran enfrentar sus problemas médicos, 

particularmente frente a gastos catastróficos37 que podrían sumirlos más en la 

pobreza (Frcnk, et al, 2007). 

Los mumc1p10s seleccionados para la fase piloto se encontraban en 

Aguascalientes, Campeche, Colima, Jalisco y Tabasco y se incorporaron porque 

respondían a los criterios que entonces se habían identificado para el Programa: 1) 

existencia de alta cobertura para la seguridad social; 2) capacidad para ofrecer los 

serv1c10s; 3) existencia de grandes concentraciones urbanas y semi urbanas; 4) 

existencia de grupos beneficiarios de programas sociales del gobierno, y 5 ) pagar 

por afiliarse (cabe señalar que estos criterios se modificaron en las Reglas de 

operación del año 2003 ). 

En las primeras etapas de operación del seguro sus esfuerzos se destinaron a 

incorporar a las familias en los seis primeros deciles de la distribución del ingreso. 

Sin embargo, dado que no se consideró como criterio de selección el índice de 

marginación, los municipios cubiertos en esta etapa no eran en su totalidad los más 

pobres (ver cuadro 9); incluso, entidades con un alto nivel de marginación y altas 

tasas de población no derechohabiente a la seguridad social formal quedaron fuera de 

esta primera etapa (CESOP, 2005). 

37 "Se dice que un hogar incurre en gastos de salud catastróficos cuando el gasto en salud de dicho hogar 
excede un porcentaje específico de su capacidad total de pago. Ese umbral se establece normalmente en el 
30% de la capacidad de pago, pero también se usan otros umbrales. La capacidad de pago se define como el 
gasto total de un hogar menos el gasto medio en alimentación de hogares que se encuentran aproximadamente 
en la media de la distribución del ingreso". En "Evaluación del impacto de la reforma mexicana de salud 
2001-2006: un informe inicial". Revista Salud Pública de México/vol. 49; mplemento I de 2007. Página S89. 
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CUADRO 9: COMPARATIVO DE ESTADOS CON MUNICIPIOS MÁS 

POBRES Y CON MENOR POBLACIÓN DERECHOHABIENTE 

~l .t_n r1?.bdón 
Población 0,i de h pobbrión Población no 

% de b poblodón 
Gri,do da 

[utidad Pohlodón al a b pobbdón 11erec11oll1llifüte deredlllltnbienre ;· dere,·hohabi•nre no Índice de lllilt"g,ia.,~rou 
1ao111 

toral nacion.ol 
nt lllsegnri<lM 

toml <0tabl "ºº: .\/ d.rechohabienre :\farpn,d6n ~¡ ;.¡ 
rocfaJ • .roo~ l.l y total e,r~tnl 

:Xacional 103,039,.()6..f 100 46,725,096 -15.3 56.3l-1,8ó·8 54.7 
Agua~calientes 995,+H 1.0 595.873 59.9 399.568 40.1 -0.9734 Bajo 
Colima 569.2..\, 0.6 301.597 53.0 267.6H -n.o -0.68709 Bajo 
Campeche 736.839 0.7 338.619 46.0 398.~2 0 5-l .O 0.7017 Alto 
Jalisro 6.638,523 6.4 3,317.06..\ 50.0 3.3~ 1,-t::~ 50.0 -0.76076 Bajo 
Tabasro 1.996,050 1.9 674.761 33.8 U ~l.?~9 66.2 0.6554 Alto 
Chiapas 4,:231,931 4.1 835,736 19.i 3,396.1~5 80.3 2.25073 ;\luvalro 

l ' ~-3 Proyecciones de la Población de );léxico 2000 - 2050: y l,1 e~rrurn1ra de la población por entidad federati1:a de In 
mue\ rra censal del XII Censo de Población y \'i.-ienda . l:,l"EGI 1000. El toral pwde uo ce1inc1dir cou la , mua de lo, 
parciab. debido al redondeo de las cifra~ Fuente: Secrernria de Saiucl Direcoón Genera l de Infonuación en Salud. 
h t1111acione5 a panir de lo~ rotales d~ poblnnón por tntidad k dern rm1 CO)IAPI)_ 2002. 
Estimación realizada a partir de la 1m1esrra censal del Censo del "2000. 
+ 5 CO:,l"APO. íudices de marginación 2000 
Cuadro de elaboración propia: 

Fuente : Documento "Programa de Seguro Popul ar". Centro de Estudios Soc iales y de Opinión 
Pública. Página 13. 

En 2002 se incorporaron los estados de Sinaloa, Tamaulipas, Baja California, 

San Luis Potosí, Sonora, Coahuila, Guanajuato, Zacatecas, Oaxaca, México, 

Quintana Roo, Guerrero, Hidalgo, Chiapas y Morelos. Llama la atención que en 

esta nueva selección quedaron nuevamente fuera entidades federativas que según la 

Encuesta Nacional de Evaluación de Desempeño 2002-2003 (ENED), levantada por 

el Instituto Nacional de Salud Pública, registran los mayores niveles de gastos 

catastróficos (ver cuadro 1 O). Destacan Durango y Michoacán, entidades que tenían 

de los más altos niveles de gastos catastróficos. 
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CUADRO 10: PORCENTAJ E DE HOGARES POR ENTIDAD FEDERATIVA 

CON GASTOS CATASTRÓFICOS EN SALU D, ÍNI>ICE DE JUSTICIA EN LA 

DISTRIBUCIÓN FINA~CIER A, HOGARES CON SEGURO DE SALUD Y TRATO 

DIGNO EN LOS SERVI CIOS DE SALUD, 2002 

l"•:TCfill•J~ <!t P'c rr."::1o' r-dt b t ,n-t-_s CCD i:.cliude 
h.:;Arfl 

~ 1 dt :.Froó.:dt;11 tr [!> di;:uo 
~~u:,> ' u_.ici:1 t 11 h 

I :,ad.d z"d~r ti ·¡¡ c,1t,urrd i:.v.: c,:JJmli::ci::<11 !l~~e11r~®! 

p :r c::r,l'l':o~ 5.~nci~r.Ji 1~ 
F Ttl j d f d-1! 

.-\r.~UCI C?l ,i.cr::.n t;u 
r?~ nt'Dd h 

i~1tcilh S 
1.IDbuh r~.rü ho--:yi1!1!nt.1 

.'IMl.0!1111, 39 S.J.lll -1:"lZ 88 . .l S'U 
.'!.;l'..LilKi:i;c'.;;.1 L +) ~H1'..! t, _ fj !ll.-1. ::-9.l 

:~r J c ~:.:f.:i.r.:::! 4.' g3.o¡ L OS !1- . i ~!>: .:; 
.'l ! ,"l {. ! :::.bc~r. --- !. :)Uf -1.D t"t."";~ u~ . 86.S !Y.:! 

· >···;,;,:bQ 1A~ sus 35(,? as s tB 
t.,n.::.:it., 1..H -65 . .; ,, 65.rJ Só.é !,$,, 

·~~lic.:! 2-:4 SS.19 f.:~S 91 ~).2 

'-v L:.l!I C'.J...:. l . .L~ -íí ., .Oj lL.~ 8 , J . 5.-
•:mh~ hu.! l.+5 s - .63 5~ 1 n .5 '.!') .:'.: 
__ ::i7-:il : ;c.; ~?.. jy~ JD.01 f._ :t fi!.' . L H ., 
D ·.:r:111~0 :.u S~-~L 4- '. l 90 .: S1 .l 
'.i~D:?.JU!~G j _+l, l.5.06 ~J-¼l Só.; °$ /. ( 

,:;u_,;_rr..;·r.:,, 4.15.~ s,;.!H ~11-i l 86.S 91.9 
.::!~Cl-~·j 'L ~ i>L!j jj_-. ¡¡_) fa.'-!>.l 

."llt-.o 4: 83.9S 5}'44 S"'A gg 

..-1 . .::-::r.c j _lJ !S).:jj -l ~ ':,'lS iili.-t ,::>.J 
1!ichc.i: ,1:?> 6. 7~ S3.l4 3: :5 s-.s iB 
Jt::,;~lc . _,!~ ~ .!:IS j ::,> t :, a-'-.<! ~,.:, 

:,· :1,.uir : .57 SHi 3!- i:,3 91.4 91.:9 
_\r.:_Q•:a. _ Q')O 2..L Si'.9 . - :, } 90.:J . .:I 

( J :;.x!lc ~ 5.11 S3.9l ~ ~ : 3 SS l L6 
.->: •• :,!:. 4-! t:í.6% i. :s ¡>, - -!~.:, 
Q\1..Qr.~uo 2.41 &5.9S 41 !5 B6S Y:.9 
1,:u:::.:!::!:;';.:>:> ! :, !l:).Sé J'! ... ;~.s ·:l.l 
·::.!::. l·=ii ? :>to,: ·LB :83.n 4}59 Slí.l M .}~ 

')IO.:.]a;i i . ! 5 S). ::, J t:>05 i!!U YL! 
·;:)D.Or?. 3_(1 j 85.líS é•) B 9U -?-8:.3 
-~t!;?.~=·=· i . :. ! íí3 . / L .! ~ ; - tí ,. !,, ! , .i 

-~z,u:aul:.?!l' 13• Ej.1H ~6. : :5 37.S. i5..S 
ll!lI O l:l :J> • .:'5 J:;~ .llO 3 . 13 S l .5 ?;:l.::, 

i.,~.1cr:.?: 3. ~5 SHl 30 %7 91.1 ~9 .5 
l U.C!..:!.:: Lh ~. l /J, :i : / .160.:t :.!1.:1 

.Z.:.t .H H ..U i SU!!' ~ ~ -~ - ,_ 91.6 n 
: ':,Q ~f:nio o n:c ::.)s:,;: e >11 ~ ~r:, ,: .:l~.ir~fü:> 1 : :>do .::¡u •• .q:¡¡o :i;.:iQ n:,r; ¿,¡¡ 3•: · • ~,. -.i.: 
(Z..?!cid:ld dia -p:.. ;:> ~ :inm :!"?:::l;.::Ja .: ~ la ,;~'\ud. dQ ~ :::r,j ;¡¡mlnoi. 
! El i.:._:,;¡ ¿,¡ · ~:ic:• , · na d .. .)!. :,J. ·u ,; k t da 10 :::.::iuc;.:; Ql ~.:;,.;,l;:. d; ü '.·;,:i ,; ; 

,:om¡:~;"'!!::.'w ~ 0,qti::" ·a. 
J ::u;::i.on le¡ ~~~--,; > .. _;.i :~=- ;;, ::z.mi:.:i~ :opartc !:.lb~ :;.::ido .11 ~·.::¡_ ~-.c,·.:. D:..l ¿,¡ 
,:. i ~!-"1f:l::.Í;c.t.o :, ~ -:i! ;odil ·: e:·~·~ 1~. ~ "ED ::002. :lG-:ED. ~ix: :.;i tm~ _ ; S:... d. 
4 ;il par-o.ro-- ~.; d.o ~O::~!Ci.C::. ; ; c;:f;;¡;i ! <;_".: ;. r;l ti:•:cicc ñ:..ia _1t:é:-1(i.o COW.,.:) bn;=.:, l:> n:.u.y · .;::..~ 
Fe: L1 Fcb::i.d :::. ; ::,:u,a.rdz. 
,:·. :i.:'.:-c ~~b,:rz._) : Jll 'n:= :.:i d~: ~ :·.: : r. ~~ico ::ce . . -c;:v.,; ; ;r.:i_.-' . 1:-:<l,, ).'.;..-c:o. l:):)3. 
ic? :. ~-:1· . :::::.cu~.~}~:!CK::.Ji ó :::-:-di:.ai:::i11 !i.ol :J,;¡;::,.'P~~> :. O~ ,;::_ "ED :! Cl}. ::l= :ác::. 
1:, _;:-al io :n::r~~c .. ~=- y:·:..,; --c:.ort .j;,. O;"t.;?1.:.?•~:l (~ GrE). ~ ~~li!t~!. \t.; .... i ·.:.i 

Fuente: Documento "Programa de Seguro Popular", Centro de Estudios Sociales y de 
Opinión Pública. Página 18. 
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Además, estas nuevas entidades iniciaron la afiliación de familias sm estar 

considerados en las Reglas de Operación 2002 ni contar con Acuerdos de Coordinación, 

pues se les consideró dentro de la etapa piloto que terminó el 31 de diciembre de 2003, un 

día antes de que entrara en vigor el Sistema de Protección Social en Salud. 

En 2002 se encontraron los siguientes hallazgos en la evaluación que le fue 

practicada al programa, mismos que fueron tomados en cuenta para la etapa 

posterior: 1) el personal de las unidades médicas de salud pública, percibía que el 

Seguro Popular incrementaba las cargas de trabajo; 2) clac.o que hubo problemas en 

el abastecimiento de medicamentos, se vio la necesidad de crear un sistema 

administrativo de los recursos del Seguro Popular; 3) la viabilidad financiera del 

programa se reducía cuan mayor fuera el problema de salud. 

Terminada la fase piloto lo siguiente fue impulsar la reforma a la Ley General de 

Salud para dar vida al Sistema de Protección Social en Salud (SPSS) o Seguro Popular. 

La discusión de esta iniciativa en el Congreso fue amplia y controvertida pues había 

dudas acerca de la capacidad instalada en términos de infraestructura, en la suficiencia de 

medicamentos y de personal y debido a las presiones que una ley de esta naturaleza 

ejercería en el futuro sobre el gasto público (sobre todo porque se creía que el programa 

duplicaba costos con otros que atendían a población abierta). No obstante lo anterior, el 

Congreso de la Unión aprobó en abril de 2003, con 92% de los votos del Senado y 73% 

de los votos de la Cámara de Diputados, la reforma que incluía el Título Tercero Bis de la 

Protección en Salud. 

Cuando la fase de piloto terminó en 2003 el Seguro Popular de Salud había ampliado 

su cobertura geográfica prácticamente a todo el territorio nacional, salvo el Distrito Federal, 

Durango y Chihuahua, alcanzando una cobertura de 11,565 localidades de 332 municipios, 

y una afiliación de 622,800 familias, es decir, 2, 050,900 personas afiliadas (ver cuadro 11 ). 
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CUADRO 11: RESULTADOS GENERALES DEL 

SEGURO POPULAR DE SALUD 2002-2004 

Conoe to 2002 

Familias 
Personas 

Local.idades 
Municipios 

::-t D. D :o no ('lj; ¡:.-0::Jibl1: 
l E. ,o:i. ,i;; b:,,'jl: ~ mco~oraó.o, a: S. ,", im ·.ry.e l :C Ho,,p:ra:!eHt:.c a y : 
Eo-s¡ninl de . . t' E;~ =ri,i:idíló 
' Lo; dJto~ éi:I mo . "04 ;(lü -~:n acl.l'.llIUE~,i,;J • JO & j·.11.:fo d~I m:is;ru.o a.ño. 

C'.mtro :l::,..oDd.-J ;mr e'. Cectro ~ Ei. ·dto~ SodJ.es, cie Opmián. Pubbca. E 
·· ~~ ée e ipu.:~i:fo ;_ ,: e infü:n:l:li íón de e .~ta d1: 23 fü.ci8lii.ú>u.b!:ica 
f ¿di;:al, 20 ___ }1}('3 • d'.! :?. Secr¿,:il:i .. i:: :; S :¡¡-:J, C.:·-,,;d:i ~-~?;c~J::d de 
Pro:ecd>10 Socia en S,ú :.d, D!Rc-uo:: C~a. e Afüiaci&n yOp€;i:.GÓ11.. 

Fuente: CESOP, Cámara de Diputados, Programa de Seguro Popular, página 46. 

4. Operación dell Seguro Popular 

Con la aprobación de la reforma a la Ley el Seguro Popular dejó de ser un Programa para 

convertirse en un Sistema de Protección Social en Salud (SPSS), operado por la Comisión 

Nacional de Protección Social en Salud, órgano desconcentrndo de la Secretaría de Salud, 

que también nace con la reforma38
. La Ley define al SPSS como las acciones que en esta 

materia provean los regímenes e tatales de Protección Social en Salud. Dicha Ley entró en 

vigor el 1 º de enero de 2004 e incluyó cinco acciones: 

l. modificar la ley para garantizar el derecho a la protección a la salud para las 

familias afiliadas; 

II. la creación de un paquete de serv1c10s de salud explícito que al ser dado a 

conocer a los beneficiarios contribuyó con la exigibilidad y transparencia. Tale 

38 El primer Comisionado Nacional de Protección Social en Salud fue Juan Antonio Ortiz Femández, quien 
con anterioridad había sido Coordinador Nacional de Procampo. 
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servicios se describen en en el Catálogo de Beneficios Médicos (CABEME) y es 

actualizado regularmente; 

III. la asignación de recursos a secretarías estatale5 de salud descentralizadas, 

proporcional al número de familias incorporadas. Cabe señalar que la afiliación 

tiene una duración de un año, teniéndose que solicitar cada año; 

IV. la división de los recursos federales destinados a los estados en fondos 

indepmdientes para serv1c1os de salud personales y no personales 

(comunitarios); y 

V. creación de un fondo para garantizar recursos cuando se presentan eventos 

catastróficos en salud. 

En la Ley se establece que todos los mexicanos tienen derecho a ser incorporados al 

Sistema de Protección Social en Salud de conformidad con el artículo cuarto de la 

Constitución, sin importar su condición social. Además indica que la unidad de protección 

es la familia y no el individuo y fija los criterios para la afiliación, a saber, 

•!• Ser residentes en el territorio nacional; 

•!• No ser derechohabientes de la seguridad social; 

•!• Contar con Clave Única de Registro de Población, y 

•!• Cubrir las cuotas familiares correspondientes 

La meta que la Ley define es afiliar cada año al 14.3 por ciento de la población no 

aseb1Urada ( aproximadamente l. 7 millones de familias al año), a fin de incorporar al 20 lO al 

57.8 por ciento del total de la población del país que carecía de seguridad social. Entre 2001 

y 2003, durante la fase piloto, el Programa logró afiliar a 614 mil familias. 

Se fijó un mínimo de servicios para la protección social en salud, que son: consulta 

externa en el primer nivel de atención, así como de consulta externa y hospitalización para 

las especialidades básicas de: medicina interna, cirugía general, gineco-obstetricia, pediatría 

y geriatría en el segundo nivel de atención. 
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Para que las entidades federativas puedan ser consideradas en el Seguro Popular, 

deben suscribir acuerdos de coordinación y acreditar a las unidades de atención de las 

Secretarías de Salud estatales que quieran proporcionar los servicios, pudiendo también 

hacer uso de las unidades médicas del IMSS y del ISSSTE que existan en la localidad ( en 

cuyo caso el Seguro Popular cubre los gastos). Con ello se busca promover la utilización 

cruzada de la infraestructura y convertir a los ciudadanos en derechohabientes de uno de 

los tres seguros públicos. 

Es de mencionar que con la reforma, también se reorganizó el sistema de la seguridad 

social en el país, tal y como se puede observar en el cuadro 12. 

CUADRO 12: REORGANIZACIÓN DEL SISTEMA DE 
SALUD LUEGO DE LA REFORMA 

Ant~s de la reíorma 

Funciones 

Reccoríl 

Fin:mC1am1,;nco 

Prespoón 
de servklos 

Grupos socl.1les 

~ ,1egur~dos No asegur.tdos 

Pobres 
Cbs~s 
medias 

1• 1r ,, 
ln stlcuciones Se1vic10, <le Sec tor 
d,, segurldJd salud íedffal pm,do 
S<><ial y esmmlesl 

Secretaria da 
Salud 

Fuente: Frenk J y colaboradores3 

Visión p•r• la reforma 

full(lones Grupos sornl1cs 

!Asegurados No asegurados 

Pobres 

1 

Cllses 
medias 

Rectoría 

Financí3mlenco 

Presm<lón de 
~~rifcl os 

... -
~ 

~ ... -

Fuente: Frenk, Julio "Reforma integral para mejorar el desempeño del sistema de salud en 
México" . Revista Salud Pública de México/ vol. 49, suplemento I de 2007. Página S25. 

Seer ecarla de Salud 

Seguridad social ampliada 

Plur al1dad ln1<icuc1onal 

El financiamiento del SPSS se integra por recursos que asignan la Federación, las 

entidades federativas y cuotas de los beneficiarios. El Gobierno Federal cubre anualmente 

una "cuota social" por cada familia, equivalente al 15 por ciento de un salario mínimo 

vigente diario en el Distrito Federal que se actualiza trimestralmente de acuerdo a la 

variación del Índice Nacional de Precios al Consumidor. También se realiza por parte del 
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Gobierno Federal y las entidades federativas una "aportación solidaria" por cada familia 

beneficiaria. A las entidades federativas les corresponde proporcionar la mitad de la cuota 

social proporcionada por el Gobierno Federal (ver cuadro 13). 

CUADRO 13: ESQUEMA DE FINANCIAMIENTO 
DEL SECTOR SALUD EN MltXICO 

Esquema de aseg:;ram,emo pú!ifico Conwbuoanes 
llenf{ic!arlo Conmbuyeme corre1pon1able Gob,emo Fedemí 

IMSS 1emple,1dos Js,1lanJdos del sector pr1v,1do) 

ISSSTE (emplea,fos ,1,alanados del sector publico¡ 

s~guro Popular (empleados no asalariados. 
cra~11adores independientes. y familias fuera de la 
fuerza de traba10) 

Empleado 

Empleado 

Familia 

Empleador priva do Conmbuc 1011 soc1JI 

Empleador publico Contnbuc16n soml 

Contribución solidarla: 
Gobierno escatal/Gob1trno federal Contribuc1on social 

Fuente: Frenk, Julio "Reforma integral para mejorar el desempeño del sistema de salud en México". Revista 
Salud Pública de México/ vol. 49, suplemento 1 de 2007. Página S29. 

CUADRO 14: NUEVA ARQUITECTURA FINANCIERA 
DEL SECTOR SALUD MEXICANO 

Seguros públicos .Aportado res 

Segur,:, de EnfE·rmedades y Materni,jad 
del IMSS Obrero Patr,)n Estado nacional lw:,ta ~:,,:ial) 

Segur,:, Medico del ISSSTE Empleado Gobi.;-m:i fede-ra 

Segurn Pe-pula r ,je Salud Familia Gobierno r_;.:,bierno 
estatal fed.;-ral 

IMSS: Instituto Mexicano del Segur,:, ~cial 
IS.."STE: Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

E~tado nacirnal 

( cuota socia 1) 
Estado nad:inal 
( cuota socia 1) 

Fuente: En Gómez, Octavio "Seguro Popular de Salud. Siete pers¡Jectivas", Revista Salud Pública de 
México/ vol. 46, número 6, noviembre-diciembre de 2004). Pág. 586 
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Una innovación adicional del SPSS es que explícitamente separa el financiamiento de 

los servicios de salud a la persona, de los servicios a la comunidad o servicios de salud 

pública (ver cuadro 15). Al crear un fondo separado para estos últimos, la reforma asegura 

un adecuado financiamiento de los bienes públicos de la salud (servicios ambientales, 

vigilancia epidemiológica, información y rectoría) y de las campañas comunitarias de 

prevención. También da vida a un Fondo de Protección contra Gastos Catastróficos. para la 

operación del SPSS. Los recursos para tales fondos provienen del Ramo 33, del Fondo de 

Aportaciones para los Servicios de Salud (F ASSA) que luego de 2004 se reorganizó (se 

creo el Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud a la Persona -F ASS-P- y el 

Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud a la Comunidad -F ASS-C-). 

CUADRO 15: ESQUEMA DE FINANCIAMIENTO DEL SISTEMA 
DE PROTECCIÓN SOCIAL EN SALUD 

Fo.~ria 

Rectori.1 
1 

lnforrn.icion. E-V .. ilu:lcnn. 1nvt<srig)c1on. des.:irrollo ! Presupuesto de l,1 Secreta11.1 de S¿¡lud 

Bienes prJbl1co1 dl> 1alud de recursos humanos 

Servicios de 1.1lud ,l b wmun1dJd Fondo deAporrac1ones par.1 los 
Servicios de Salud a la Comunidad 

Servicios esenrnles de s,1lud 
Serv1c10s ~rsonales <R (atenc1011 de prim•·r y seg1111do nivel) ' Fondo para Servicios Personales de 
salud Salud 
!Seguro Popul,1r) 

Servicios de salud de tercer nivel de alca espec1JIIL1c1on Fondo de Procecc1ón Contra Gastos 
a1oc1ados con gas1os ouscról1cos CataHróflcos 

Fuente: Frenk, Julio "Reforma integral para mejorar el desempeño del sistei:1a de salud en México", Revista 
Salud Pública de México/ vol. 49, suplemento 1 de 2007. Página S29. 

Los presupuestos aprobados en 2004 y 2005 ya incluyeron en la estructura 

programática la distribución de los recursos con esta nueva división. 
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CUABRO 16: PRESUPUESTO APROBADO 20102-2005 (PESOS 
CORRIENTES) 

Fuent~ dd p1·empue~to ~002 : 003 : 00.1 :oo~ Incremento 
;oo+~oo:: 

Salud ;L,m:) 1 ~ 21..,;95. 770,000 20.866.971.465 20.973.045.416 H024A~4.ü!0 62.2 

'kguro de S1h,,:l Popular 202.618.064 
Prog:r;ima Salud para Todo; (Seguro 

177.518.700 
Pcpu.lJ.1 '1 
S1Mc01a de ?10tecc,cu Social en 1,936.779,176 8,595.7 . 2.863 343.S 

Salud (SPSS) 

_.i\t' r"\1tac1.,:;ue~ Fede-rale'> parl 
En11,bde, Feclet ati,·Js y J\!urus1p:iles. 1 8.673.007.92.?: 234.ó!S,8 11.609 25 1..201,397.3 58 271.082.Só3. l 83 -
Rruuo 33 

Foudo de A.po1ta6c,n,;s paia lo, 26.758.816,71-l 3U63.370.000 34.0Ml.23.181 36.2:57.068.548 Scn1c,v, de <;;;ltl{l K1mc, 33 

Fondc ele ..\¡:,c,,iacii:•lle'i pru a los 
Sen-ic,c, <'.e s~Ind para b 11.719.872.070 12.~34.697.693 
Comurud.,d lFAS A-C}I 

f ondo ele • .\.pc,rtn6oue; p:u a los 
~'.1CtC'l ele Satud parn la Per~ona 22.3-+-l,251 .11 1 23.L~ .. H0.855 
( FA.SS.".- ? ) : 

1 2 El h :o el.e cuero de 2004 emró en vigor el '>istema de Protección Social en Salud (SPSS). el cual diYide la e,tm cmra del 
FASSA eu éo, fondos el F.-\SSA-C y el FASSA-P 
Cuadro de elaboración propia con mfonn:ic1ón ce: Presupuesto de Egre,os de la federac ión \·anos aiio,, 

Fuente: CESOP, Cámara de Diputados, Programa de Seguro Popular, página 57. 

A fin de fortalecer la oferta en términos de infraestructura y recursos humanos y 

materiales, el Seguro Popular incluye tres Planes Maestros de infraestructura, 

equipamiento y recursos humanos. 

Junto con los Planes Maestros se desarrollaron otras herramientas de carácter 

preventivo y detección temprana de enfermedades (como , en donde se ha puesto 

particular énfasis en atender cuestiones relacionadas con los Objetivos de Desarrollo del 

Milenio, a saber, la salud neonatal e infantil, la atención de la mujer embarazada y el 

VIH/SIDA 

La Comisión Nacional de Protección Social en Salud tiene las tareas de 

instrumentar la política de protección social en salud y el plan estratégico de desarrollo 

del SPSS; promover la formalización de los acuerdos de coordinación en materia de 

protección social en salud con los gobiernos estatales; evaluar el desempeño de los 

Regímenes Estatales de Protección Social en Salud, y cumplir con la rendición de cuentas 
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a los ciudadanos. La Ley General de Salud establece asimismo la creación del Consejo 

Nacional del Sistema de Protección Social en Salud como órgano colegiado consultivo, 

presidido por el Secretario de Salud. 

El Sistema estará sometido a evaluación periódica estableciéndose como 

indicadores que miden su avance los siguientes: 

l. Presupuesto ejercido. 

2. Número de familias afiliadas. 

3. Número de personas afiliadas. 

4. Familias afiliadas incorporadas al Programa Oportunidades. 

5. Número de familias afiliadas en comunidades indígenas. 

6. Número de familias afiliadas en regiones de alta y muy alta marginación. 

7. Número de familias por decil de ingreso. 

8. Monto promedio de cuotas por familia beneficiaria. 

9. Tasa de reafiliación. 

10. Número de unidades médicas incorporadas al SPSS. 

Se esperaba que el SPSS y su '"brazo operativo", el Seguro Popular de Salud, 

propiciaran un círculo virtuoso que; 

l. incrementara la inversión en salud hasta alcanzar los niveles promedio de los 

' d A ' . L . 39 paises e menea atma ; 

2. modificara la composición de las fuentes de financiamiento; 

3. generara mayor equidad financiera entre instituciones a partir de la cuota social; 

39 El país destina 5.8% del producto interno bruto (PIB) a la salud, en contraste con países como Chile, 

Colombia y Uruguay que, con un nivel de desarrollo similar al de México, dedican 7.2, 9.6 y 10.9% del PIB a 
la salud, respectivamente. El promedio latinoamericano es de 6.9%. El desequilibrio en el origen de los 
fondos está relacionado con el peso relativo del gasto público en el gasto total en salud. Con excepción de 
Estados Unidos de América, todos los países desarrollados fir.ancian su salud con recursos 
predominantemente públicos. En México, en contraste, más de la mitad de los recursos para la salud son 
privados y, además, provienen del bolsillo de las familias. En Colombia y Costa Rica, el gasto de bolsillo 
asciende a 29 y 27% del gasto total en salud, respectivamente. Datos extraídos del artículo "Seguro Popular 
de Salud Siete perspectivas". 
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4. produjera mayor equidad geográfica y mayor transparencia en la asignación y el 

uso de los recursos, 

5. generara el compromiso de cada gobierno estatal con el financiamiento de 

servicios de salud para las familias afiliadas; y 

6. vinculara la asignación de recursos por familia y el gasto en inversión con 

un Plan Maestro de infraestructura en salud 

S. A vanees del Seguro Popular a 2006 

El tema del impacto generado por el Programa ha suscitado toda clase de controversias 

pues por un lado existe la percepción de que sí está alcanzado a los más pobres y que la 

meta prevista para 201 O sí se alcanzará, mientras que otros sostienen que el programa es 

insostenible financieramente hablando, que no está llegando a las zonas más marginadas, 

donde está los más pobres y donde no hay infraestructura y que la meta de asegurar a la 

población no derechohabiente no e logrará. 

Al cierre de la administración de Vicente Fox, de acuerdo con información oficial, 

se llegó a la meta establecida para ese año, correspondiente a un total de 5.1 millones de 

familias, es decir, cerca de 22 millones de personas (ver cuadro 17). 
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CUADRO 17: NÚMERO DE PERSONAS 
AFIALIADAS AL SEGURO POPULAR 
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fuente: En Evaluación del impacto de la reforma mexicana de salud 2001-2006: un informe 
inicial. Salud Pública de México/vol. 49; suplemento 1 de 2007. Pág. S93 
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Nivel 

En general, de acuerdo con evaluaciones realizadas, el desempeño del sistema de 

salud ha mejorado durante el periodo de la negociación, legislación e implementación 

parcial de la reforma (ver cuadro 18). Los recursos para los no asegurados han 

aumentado. El gasto federal no correspondiente a la segundad social aumentó 38% de 

2000 a 2005 en términos reales: ha habido un incremento en la igualdad de la distribución 

de estos recursos en todas las entidades federativas; la cobertura efectiva para el país y 

para los no asegurados ha aumentado y los gastos cata.stróficos40 han disminuido 

(Gakidou, 2007). 

CUADRO 18: EVOLUCIÓN DE LOS DESEQUILIBRIOS FINANCIEROS QUE 
EXIGIAN UNA REFORMA INTEGRAL EN MÉXICO 

lr.di-cador 2002 A't'COC~ 

Gasto en ~lud como r. del PIB 6.2% 6.5% 
120061 

Fuente Gasto público en salud como% del gasto total €i1 1alud 439•í, 46.4% 

Dimrbucrón 

Conmbucrón emcal 

DI 1trlbuclóo de recursos 

• Incluye el gaseo federal y escaml 

Numotro de ~·e,e~ que el gJsto público poer cipilJ pJra la pc,blJuon 
a1eguradJ ex,:ede el gmo poblrco per dprta para la población no a,egurada' 

Relación emre el gasto federal per cápita en ulud en el estJdo 
con Li crira mis JltJ y el esw:lo ,:on la crfra rnál bJ¡.1 

VariabilidJd en la contribución de los estados al financiamiento 
de los 1e:rvicio1 de salud (coeficiente de variación¡ 

Relación entre el gasee, en nómina y la inversión en infraestrucrnra 

' CrfrJS e1cimadas basadas en dar:os pre1upue1tale1 

12006';'¡ 

23 2.0 
i 2006*) 

5 J I 4 a I 
(2004) 

1 14 1.11 
12004) 

59 a l 7 a l 
i 2006*) 

Fuente: Frenk, Julio. Reforma integral para mejorar el desempei:w del sistema salud en México. Salud Pública 
de México/vol. 49; suplemento I de 2007. Pág. S32 

40 En el Informe Salud: México 2001-205 se asienta que hay una reducción de 30 por ciento en el número de 
hogares del quintil de menores ingresos con gastos catastróficos por la atención a la salud. Lo anterior, de 
acuerdo con datos de la ENIGH. Por otro lado, los datos de la ENSANUT 2006 muestran una fracción 
significativamente más baja de afiliados al SP que pagan por medicamentos (41.3%) en comparación con los 
no asegurados (73.8%), aunque esto no incide mayoritariamente en la protección financiera, lo que sugiere 
que el Seguro Popular proporciona los medicamentos de más bajo costo (Gadikou, 2007) 
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No obstante lo anterior, uno de los problemas detectados más relevantes tiene que 

ver con la sostcnibilidad financiera del sistema ya que varias investigadores han 

detectado que los afiliados del decil I que no deben pagar, son más de los que deberían. 

En este sentido, el Seguro Popular de Salud, es "un proyecto bien diseñado para alcanzar 

la cobertura universal de servicios básicos de salud; sin embargo, para financiarlo en su 

periodo de transición (hasta 201 O) necesitará más recursos y es poco probable que éstos 

se obtengan sin una reforma fiscal" (Gakidou, 2007). 

6. Estrategia de blindaje electoral del Seguro Popular 

A diferencia de otros programas sociales, el SPSS o Seguro Popular no tenía un programa 

de Protección del sistema propiamente dicho, como sí lo tenía d programa Oportunidades 

o la Comisión Intersecretarial de Transparencia y Combate a la Corrupción41
• En sus 

lineamientos originales incluso no se aborda su posible uso con fines político-electorales, 

ignorando las fuertes presiones que un programa de esta naturaleza enfrentaría en 

escenarios de fuerte competencia política y en un país con una larga tradición de manejo 

clientelar en el uso de los recursos públicos. El único tema que es abordado desde su 

diseño y que se señala en la Ley es el de la Transparencia y la rendición de cuentas y se 

refiere a la obligación de proporcionar información a la sociedad sobre el manejo del 

sistema y sobre la supervisión y sanción de los recursos en caso de que sean utilizados 

con fines distintos a los previstos en la Ley42
. Llama la atención que este sistema de 

protección, a pesar de considerar al igual que Oportunidades y Procampo un porcentaje 

41 En el documento Informe de buenas prácticas en la protección de programas sociales del PNUD se 
documentan ésta y otras buenas prácticas. 
42 El Capítulo VII "De la transparencia, control y supervisión del manejo de los recursos del Sistema de 
Protección Social en Salud" establece que tanto la federación como los regímenes estatales de protección 
social en salud deberán transparentar su gestión para cumplir con las nonnas de acceso y transparencia a la 
información pública gubernamental. Por lo anterior, y a fin de favorecer la rendición de cuentas a los 
ciudadanos, se deberá difundir la información que tengan disponible respecto de universos, coberturas, 
servicios ofrecidos, así como del manejo financiero del Sistema de Protección Social en Salud. Finalmente se 
indica que la Secretaría de Salud presentará al Congreso de la Unión un informe semestral pormenorizado de 
las acciones que se desarrollen con base en este artículo. Las autoridades responsables de conocer y sancionar 
el manejo de los recw·sos del Seguro Popular son la Secretaría de la Función Pública y los órganos de control 
y supervisión interna de los gobiernos estatales, según en donde se enct.entren los recursos. La Auditoría 
Superior de la Federación podrá intervenir también al fiscalizar la Cuenta Pública Federal. 
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relevante del gasto público43 (ver cuadro 19), solamente desarrollara el tema de 

transparencia, obviando la necesidad de establecer medidas que lo protegieran de su 

eventual uso proselitista como ha sido el caso de Oportunidades. 

40.0 

30.0 

20.0 

10.0 

CUADRO 19: DISTRIBUCIÓN PORCENTUAL Y DE 
LOS RFNRFlC.IARTOS_ SFGÚN PROGRAMA_ 2005 

Distribución porcentual del gasto total y de los beneficiarios, 

según programa. 2005 
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Fuente: PNUD, Diagnósti co sobre la vulnerabilidad polític o-electoral de 

los programas soc iales fed era lesi marzo del 2006, página 6 l. 

En el Reglamento de la Ley se añade la posibilidad de que los beneficiarios pongan 

una queja o una recomendación para mejorar el programa, las cuales serán canalizadas a 

través del perso al del sistema. No hay ninguna consideración acerca de la vinculación 

con la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos Electorales (FEPADE), lo que denota 

que no se vislumbró la posibilidad de que el programa pudiera ser presa de uso electoral 

tres años después de iniciada su operación. 

Aún más evidencia de que se soslayó la necesidad de establecer mecanismos y 

estrategias de control ante su potencial uso con fines políticos es que a escasos meses de 

43 En el Diagnóstico sobre la vulnerabilidad político-electoral de los programas sociales federales, del PNUD 
se identifica al Programa de Seguro Popular junto con Oportunidades y Procampo, como uno de los que más 
recursos concentra. Para el 2006, entre los tres acumularon el 60% del total de gasto de los programas bajo 
análisis. 
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la jornada electoral, la Comisión Nacional de Protección Social en Salud llevó a cabo 

sólo dos acciones de Blindaje Electoral44
; la primera, relativa a la firma de un convenio 

de apoyo y colaboración con el IFE. La segunda, fue participar en el proyecto del PNUD 

de Protección de los Programas Sociales Federales en el contexto de las elecciones del 

2006, el cual había sido diseñado entre el PNUD y la SEDESOL, durante 2005. A finales 

de ese año, funcionarios del organismo internacional y miembros del Proyecto PNUD, 

presentaron al Gabinete de Desarrollo Humano y Social la propuesta de análisis acerca de 

la vulnerabilidad político-electoral de programas sociales federales. 

Al conocer el proyecto y saber que el Programa de Seguro Popular era uno de los 

sujetos a análisis, el Secretario de Salud manifestó su interés no solamente de colaborar y 

proporcionar la información necesaria, sino de participar en el proyecto como donante de 

recursos45
. Así, el 15 de marzo del 2006 se publicó el Diagnóstico sobre la vulnerabilidad 

político-electoral de los programas sociales federales en el que se describieron los 

espacios detectados en el Programa de Seguro Popular que podrían ser aprovechados por 

actores políticos locales para prácticas clientelares durante las elecciones de julio de 

2006. Por ese mismo tiempo, FUNDAR también dio a conocer los resultados de su 

análisis sobre el monitoreo de programas sociales en contextos electorales, donde salió a 

relucir el Programa de Seguro Popular, aunque éste no fue considerado en los programas 

analizados. Destacan del estudio de FUNDAR que: 

1) la contraloría social promovida por los programas sociales federales se desarrolla 

en un ambiente de poca capacidad para exigir infomiación y rendición de cuentas 

por parte de los beneficiarios. Situación que se refuerza por la falta de 

información, y 

44 Hay que distinguir entre las estrategias de blindaje electoral y el concepto de protección de programas 
sociales. El blindaje se refiere a dos tipos de acciones: l) campañas de difusión e información, 2) puesta en 
marcha de candados administrativos como la reprogramación de entr,;:ga de apoyos o limitación para 
incorporar a nuevos beneficiarios a los padrones. Los programas de protección consideran acciones tanto 
administrativas, como normativas e institucionales y que en la mayoría de los casos institucionalizan ciertos 
procesos y etapas clave en el diseño e implementación de programas sociales 
45 Fecha de firma del convenio. 
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2) un ocho por ciento de los entrevistados indicaron haber recibido ofertas durante 

las elecciones de su estado, siendo la incorporación a programas sociales la 

segunda oferta clientelar en importancia. Entre 2 y 3 por ciento de la población 

encuestada recibió esta oferta. Los programas que más se ofrecieron fueron 

Apoyo a Madres Solteras, Adultos Mayores, Becas, créditos a la vivienda, 

Oportunidades y Seguro Popular. 

En el Diagnóstico del PNUD sobre la vulnerabilidad político-electoral de los 

Programas Sociales Federales se hacen las siguientes recomendaciones de carácter 

general a los ocho programas analizados: 

l) Verificar el cumplimiento del Acuerdo de Neutralidad del IFE que establece lo 

siguiente: 

- abstenerse de realizar, dentro de los cuarenta días naturales anteriores a la 

jornada electoral y durante la misma, cualquier campaña publicitaria de 

programas de obra pública o de desarrollo social, y 

condicionar obra o recursos de programas gubernamentales a cambio de la 

promesa del voto a favor o para apoyar la promoción de determinado partido 

político, coalición o candidato. 

2) Cumplir con el mandato del artículo 28 de la Ley de Desarrollo Social en relación 

con la obligatoriedad de incluir en la publicidad e información de los programas, 

la leyenda que advierte que es un programa público sin fines de lucro. 

3) Verificar el cumplimiento del Acuerdo del 4 de diciembre del 2000, de la 

Comisión intersecretarial de Transparencia y Combate a la Corrupción que 

establece la obligatoriedad de crear comisiones responsables de la transparencia 

en las dependencias gubernamentales. 

4) Entregar mensualmente los padrones de beneficiarios de los programas sociales, 

en concordancia con el Decreto de Presupuesto de la Federación 2006. 
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5) Cumplir con la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental, a fin de actualizar la información relativa a los programas 

sociales. 

6) Canalizar a la FEPADE las denuncias sobre delitos electorales en relación a los 

programas sociales. 

7) Verificar el cumplimiento del "Pronunciamiento por la Legalidad y Transparencia 

a efecto de evitar el uso indebido de los programas y recursos públicos destinados 

al desarrollo social durante la campaña electoral de:l año 2006", firmado el 9 de 

febrero por la Comisión Nacional de Desarrollo Social. 

En el caso de las entidades federativas se hicieron las siguientes observaciones: 

1) asumir públicamente su compromiso con la legalidad y la transparencia para evitar 

el uso indebido de programas y recursos públicos destinados al desarrollo social 

durante el proceso electoral 2006. 

2) Fortalecer los mecanismos e instrumentos de acceso a la información, transparencia 

y rendición de cuentas en relación con la operación de los programas sociales 

federales. 

3) Presentar públicamente y de forma accesible los informes trimestrales sobre el gasto 

social federal ejercido por las entidades federativas y lo:; municipios. 

La Comisión Nacional de Protección Social en Salud respondió a las sugerencias e 

impulsó las siguientes acciones: 

•:• distribuyó entre sus mandos medios y supenores, al nivel federal y estatal una 

comunicación que les recordaba dar cumplimiento al Acuerdo de Neutralidad del 

IFE. Asimismo, desarrolló sesiones de capacitación para el personal del Seguro 

Popular en los tres niveles de gobierno. 
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•!• Entregó credenciales del Seguro Popular y tarjetas i:elefónicas Ladatel con la 

leyenda: "Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda 

prohibido el uso para fines distintos al desarrollo social". 

•!• En cuanto a los padrones, y dado que el SPSS no es un programa social sino un 

sistema, se indicó que no estaba a hacer entrega de los padrones. 

•!• Para dar cumplimiento a la Ley de Transparencia, se publicaron los informes de 

resultados de 2004 y 2005 (proporcionando información sobre financiamiento y 

cobertura) y se informó que la Comisión contaba con una línea telefónica para 

recepción de quejas y denuncias en donde al inicio se escuchaba el mensaje de que 

el Seguro Popular no debía ser condicionado. Cabe señalar que la Comisión señal+o 

no estar obligada a dar esta información a la FEPADE, sino a la Secretaría de la 

Función Pública. 

•!• Acerca del Pronunciamiento por la Legalidad, la Comisión Nacional suscribió 

convenios de colaboración con el IFE y con el PNUD, ya mencionados. Asimismo, 

publicó en su página de intemet la publicación ·'El ABC de los servidores públicos" 

•!• Se realizó una Reunión Nacional de Directores Estatales del Seguro Popular en 

donde se abordó la importancia de blindar electoralmente el Sistema, además, se 

acompañó al Programa Oportunidades en campañas al nivel local, en donde en 

coordinación con la FEPADE se informaba de la relevancia de denunciar los delitos 

electorales. 

•!• Debido a la política de difusión de la Secretaría de Salud, la Comisión Nacional no 

efectuó campañas masivas en medios electrónicos sobre el uso no partidista del 

Seguro Popular. Aunque si lo hizo mediante carteles y volantes donde se advertía de 

esta disposición. 

•!• Se auditó a la Comisión Nacional a fin de conocer i.os avances registrados en 

materia de blindaje electoral del sistema 
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7. Espacios de discrecionalidad detectados 

El análisis se concentra en tres vertientes, desde la presencia de espac10s de 

discrecionalidad en la política del Seguro Popular que fueron utilizados en mayor o 

menor medida por las tres principales fuerzas políticas contlincantes en las elecciones 

presidenciales del 2006. La segunda vertiente está orientada por el análisis del diseño y la 

fase de implementación tanto de la estrategia de blindaje electoral como del diseño de la 

propia política de Seguro Popular. Finalmente, la tercera vertiente revisa el impacto que 

la política tuvo o no sobre las prácticas y orientaciones hacia la democracia de parte de 

sus beneficiarios. 

Para el análisis, se tomó en consideración información proporcionada por diferentes 

evaluaciones realizadas al Seguro Popular, así como datos de la ENAPP 2006, la cual 

revela información generada en los puntos de enlace entre la política y los destinatarios 

finales, a saber, los beneficiarios y los operadores locales. 

a) Presencia de prácticas semiclientelares 

Como se puede observar en la sección que describe la estrategia de blindaje electoral del 

Seguro Popular, las acciones implementadas por la Comisión Nacional de Protección 

Social en Salud, no solamente fueron puestas en marcha tardíamente sino que no fueron 

lo efectivas que se esperaba. 

De acuerdo con resultados ele la ENAPP 2006, los eventos de entrega de beneficios 

en general fueron aprovechados para convocatorias políticas que pretendieron capitalizar 

los programas sociales, tal y como se muestra en el cuadro 20. A pregunta expresa "En 

algún momento de la junta, ¿le pidieron o no que votara por un partido o candidato?". Hubo 

un 13 por ciento de beneficiarios del Seguro Popular que contestaron afirmativamente. 

Aunque el porcentaje puede no ser significativo en términos de] resultado electoral, sí tiene 

un peso específico en tanto se percibe como normal y aceptado que los espacios de 

vinculación entre Sistema y beneficiarios sea aprovechado por los partidos políticos para 

comprometer el voto. 
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CUADRO 20: SOLICITUD DEL VOTO 

Programa sr No NH 

Oport nidades 22 453 6 

Seg ro Popular 11 70 2 

LICONSA o 17 

Adultos t. ayores 11 o 

PROCAMPO o 27 e 

Olros 5 fül o 

Dregt.cntá: En algún mome'lto de la ~r,Ui, ¿le piiferon o ro que votara ODf un parWo 
o candicato? (P' I B} Tarr·áro de rnuestrs: B (686) 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de los Programas Sociales, 
México 2007, página 186. 

Al hacer un corte más fino e investigar si los promotores expresamente presionaron a 

los beneficiarios a comprometer su voto, los datos cobran mayor relevancia en situaciones 

donde hay concurrencia de elecciones locales. Como se señala en el cuadro 21, arriba del 

15 por ciento de los beneficiarios mencionaron haber recibido presiones para orientar su 

voto hacia un partido en particular. Destaca el estado de Jalisco donde este porcentaje se 

incrementa al doble. Lo anterior indica que no solamente los espacios de vinculación entre 

Sistema y beneficiarios fueron aprovechados en mayor o menor medida por los partidos 

políticos para realizar actividades proselitistas sino que en algunos casos, los promotores 

que son figuras con fue1te arraigo en las comunidades, presionaron a los beneficiarios para 

comprometer expresamente su voto. 
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CUADRO 21: COACCIÓN DEL VOTO A CAMBIO DE LOS 
BENEFIClOS DEL PROGRAMA EN JALISCO, YUCATÁN, SONORA, 

VERACRUZ, CHIAPAS Y GUERRERO 

50% 

40% -·----

30% 

20% 

10% 

0% ¡ B.!!! u [g u § o p 
~ ·¡ ~ ¡g_ i 2, g f. 

oc ~ ~ ~ [!! 'l rr u;; 
>- o ~ b e, -r., 

<J) 

Beneficiarios "º Beneficiario$ 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de los Programas Sociales, Méx ico 
2007, página 2 18. 

La presencia de estas prácticas semiclientelares se pudieron ver reforzadas por el lado 

de la demanda, por los mapa mentales de los beneficiarios que la validarían como 

estrategia, al asumir que al ser aceptados, se comprometen en cierto sentido con aquel que 

lo apoyó a ingresar al SPSS (sea el enlace estatal , el promotor o el vocal). Esta hipótesis se 

valida parcialmente pues 9.4 por ciento de los beneficiarios declaró que al aceptar un regalo 

de un partido, uno se compromete a votar por él (ver cuadro 22). 
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CUADRO 22: POSTURA FRENTE AL EJERCICIO DEL 
VOTO A CAMBIO DE UN REGALO 

Al aceptar el Se vale votar 
rega lo de 11 por quien uno 

Prog.rama ¡)artido1 uno se quiera, aunque Oopcncle NS 
compromete a haya recibido 

votar por él un regalo 

Oportu íéades 2.4% 83,2,~ ,2% 2,0% 

Seg ro Popular 9.4% 86.4% 1.0% 2.1% 

LICONSA 9.7% 81.6% 0.7% 7.3% 

Ad !los Mayo es 12,0% 85,0% 0,7°/ i.4% 

PROCAt'PO í.1.8% 81.8/o .6% 1.5% 

Otos 9,0% 86,9% 0.8% 3.2% 

rregJr:1a: ¿Q"'e corc'..lerua rr ás c.on su rr:a- er.:; ce pe '1$ar? {P25 ) 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de los Programas Sociales, 
México 2007, página 185. 

Por un lado, el hecho de que el Seguro Popular haya sido capitalizado al nivel local 

por los principales partidos políticos (ver cuadro 23), puso en marcha el "juego de la 

reputación" donde los actores políticos protagonizaron el proceso de implementación de la 

política, con el fin de obtener el máximo reconocimiento público y los mayores beneficios 

políticos. Por otro lado, el que algunos promotores o gestores, siendo personas reconocidas 

y con fuertes lealtades en las comunidades, hayan solicitado votar por uno u otro partido, 

reforzó la posibilidad de que en el momento de cruzar la opción política elegida, los mapas 

mentales funcionaran de acuerdo a lo esperado. Lo ideal es que en esos momentos lo que 

privara en todo momento fuera la evaluación del desempeño del partido en el gobierno. 
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CUADRO 23: CAPJTALIZACIÓN POLÍTICA DE PROGRAMAS 
SOCIALES Y COACCIÓN DEL VOTO AL NIVJ[ L DE PROGRAMAS 

Capltallzac16o política de los programas Coacción del volo a cambio del beneficio 

Programa S~mpre o Nunca o NS Siempre o Nunca o NS 
caai siempre casi nunca casi siempre casi nunca 

Oporturi<ta<les 54.9% 37.0% 7.7% 16.0% 72.9% 10.5% 

Seguro Popular 55.4% 35.4% 8.6% 14,/o/, 72.2% 12.1% 

LICONSA 52.S¼ 38.7% 8.2% 15,4'3/, 75,7¼ 8,5¾ 

Adultos Ma1,ores 58,2% 30,6% 11,1% 14.8¾ 69.3¼ 11.5% 

PROCN.'PO 54 .7% 34.4% 10.9% 15.3% 70,6¼ 12,7% 

Otros 55.8% 34.9% 9.0% 17.0% 73.5% !i.3% 

Prcgurt.1: (a) L..1 s au:o~dzc'cs d t nder. l~ bcrll?f:C:0'5 COTO si ellos lo t-.ub::C,an éadü; {b} los 9ro100brcs.u Jestorcs ot l.gan a las porsvas a corwrc.-r-c;~r SI. ·.:o:o .a: 
cambie <le k,s tx,r,et\ciC'S dd :,,o;,a.""' fl"l$ B) 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de los Programas Sociales, México 2007, página 187. 

Esta capitalización política fue más severa en los estados analizados. Efectivamente, 

el "juego de la reputación" fue muy socorrido por todos los partidos. 

CUADRO 24: CAPITALIZACIÓN POLÍTICA JDE LOS PROGRAMAS 
SOCIALES EN LOS ESTADOS DE JALISCO, YUCATÁN, SONORA, 

VERACRUZ, CHIAPAS Y GUERRERO 

100% 

00¾ 

70¾ 

60% -

50% 

103/~ 

u 

i, 

~] :r[• r ·~-~ 

~ 1 o 
g i 
> .~ 

Benoficiarios No Bonoficiarios 

Fuente: PNUD. Encuesta Nacional sobre Protección de los Pro!!ramas Sociales. México 2007. oáe:ina 217. 
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Es de reconocer también que al parecer este programa fue Junto con Oportunidades y 

Liconsa, los menos sujetos a su partidización, tal y como se observa en el cuadro 25. 

CUADRO 25: PARTIDIZACIÓN DE LOS APOYOS SOCIALES 

6% 

5% 

4% -

3% 

2% 

1% 

0% 
PFlOCAMPO Mul,os Mayores Se;,uro Popular Oportllmdades LICONSA 

11 Sí 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de los Programas Sociales, México 2007, página 
188. 

Un argumento para decir q e el impacto de las práctica~. clientelares es mínimo es la 

secrecía del voto pues mientras los electores estén seguros de que su voto no es conocido 

más que por ellos, entonces podrán tomar el incentivo mediante el que compran su voto y 

votar por quien se desee. 

Es preocupante por ello que la EN APP 2006 capture que el 17% de la 

población no beneficiaria de programas sociales, considere que su voto no fue 

secreto. 
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CUADRO 26: CONFIANZA EN LA SECRJ8:CÍA DEL VOTO 

r= 2 782 

100% 

90% --------------------

80% -f----

70% -------11. 

60 º/, ........ ,.,, _____ .,, .. 

50%, -+------

'1 0% -- -----

30%, .... ·--------· 

20% --~----

\ 

0% -+----tF¡ 

·····-- ···-··----------------

%, -+----""-------... ,-----·----
Algo o total ente oonfi¡¡-dc Algo o to!almente desconfümo 

PrcqLnm So meo que on ,16:t!Oo el ·,c:o es seam , (,Qué 1an coriíad está do 
qc.c ad10 s ont~ró p r q1.i n ·vot · Jstod? ¡P50 N ) ~-ot.a: Es ta or,,gur-·ia 
, ,:, lu ,e a pi .c:ó a ' :;i i.refi lar -os 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de los Programas 
Sociales, México 2007, página 217. 

La conclusión es que el programa s1 tuvo espac10s de discrecionalidad que 

fueron aprovechados al nivel local por las diferentes fuerzas políticas. 

b) Ciclos políticos y asignación partidista 

Como se puede observar en el cuadro 27, la mayor cantidad de afiliados al SPSS se logró 

en el cuarto bimestre del 2005 y en el primer bimestre del 2006, justo antes de las 

elecciones y sin haber respondido a la meta de cubrir los estados con mayor población no 

derechohabiente, de la misma manera que sucedió en la etapa piloto. 
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CUADRO 27: NÚMERO DE PERSONAS 
AFILJADAS AL SEGURO POPULAR 
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Fuente: En Evaluación del impacto de la reforma mexicana de salud 2001-2006: un informe inicial. Salud 
Pública de México/vol. 49 ; suplemento I de 2007. Pág. S93 

Ello pudo obedecer al calendario definido por el Secretario de Salud para incorporar 

antes del 2015 al universo de potenciales beneficiarios pero también pudo ser resultado del 

"juego del presupuesto" en un momento de reacomodo del poder. Como se ve en el cuadro 

27, hay un claro pico en la asignación de recursos federales en un momento cercano a las 

elecciones; donde el Seguro Popular era una iniciativa del Presidente en turno de extracción 

panista. Es de señalar que de acuerdo con datos de la encuesta de salida del periódico 

Reforma, levantada los días 2 y 3 de julio del 2006, el 44% de los que votaron por el PAN 

para la Presidencia declararon ser beneficiarios del programa Oportunidades, mientras que 

el 44% de los entrevistados declaró serlo del programa Seguro Popular46
. De acuerdo con 

investigaciones de Alberto Díaz-Cayeros efectivamente hay evidencia de que en las 

46 http://www.reforma.com/nacional/articulo/663622/ 
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elecciones del 2006 los programas sociales Oportunidades y Seguro Popular tuvieron un 

peso específico en el triunfo electoral del candidato panista Felipe Calderón. Sin embargo, 

su lectura es que fue un voto de premio a la política social del gobierno de Vicente Fox. 

Como establecen los resultados de la ENAPP 2006 también hubo evidencia de un 

porcentaje pequeifo de prácticas de condicionamiento al ingreso o la permanencia en los 

programas sociales a cambio del apoyo en las urnas. Como se ha mencionado, en 

tanto el móvil político no discrimine ni excluya a posibles beneficiarios en función de 

su preferencia electoral, es legítimo ampliar la ba:;e de electores sobre la 

implementación exitosa de programas sociales. 

8. Análisis del diseño y la implementación de la estrategia de blindaje electoral 

a) Rendición de cuentas 

Al convertir el Seguro Popular de programa social a Ley, se perdió la obligatoriedad de 

prever la posible vulnerabilidad y manejo de los recursos públicos con fines electorales, 

tal y como se establece en la Ley de Desarrollo Social. También se limitaron los espacios 

para la rendición de cuentas y la transparencia desde el lado de la esfera pública; la 

rendición de cuentas reconocida por la Ley y por su Reglamento privilegió un enfoque de 

fiscalización por parte del propio gobierno. 

Los beneficiarios solamente podían canalizar sus demandas por vía telefónica o 

de manera oral con cualquier persona vinculada al Seguro Popular y en relación con la 

operación del sistema. La vinculación con la comisión de delitos electorales fue 

inexistente en la Ley y solamente se contempló tardíamente en la estrategia de blindaje 

electoral. Con todo, al parecer, los beneficiarios del Seguro Popular y de Oportunidades 

parecen los mejor informados que hicieron uso de los buzones de quejas. No es así en el 

caso de denuncias sobre delitos electorales o anomalías, corno se puede apreciar en el 

cuadro 28. 
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CUADRO 28: INFORMACIÓN SOBRE QUEJAS Y 
DENUNCIAS 

--- .... ______ .. 
Rospi..-0sta:.:. S1 

!r formac.~ón sobre q:1C~'"l:S lnf-orm r.xm sonre deru¡r c,as 

PROCAMPO UCONSA /\culto• Ma,·o,es 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de los Programas :Sociales, México 2007, página 
176. 

Cuando el Seguro Popular era un programa piloto estaba obligado a publicar reglas 

de operación que establecían una serie de obligaciones relevantes para la rendición de 

cuentas como la entrega mensual del padrón. Asunto relevante para que la ciudadanía 

pudiera verificar la duplicidad de apoyos. Esto se perdió, a pesar de que es un asunto de 

importancia para los propios beneficiarios, según consta en el cuadro 29. Lo mismo pasó 

con la información acerca de la operación del programa que fue transferida a los 

regímenes estatales, sin contemplar los mecanismos de verificación o sanción en caso de 

que dicha infomrnción no se hiciera pública (según el cuadro 30 la mitad de los 

encuestados mencionó haber recibido información sobre el acceso y el gasto destinado al 

Seguro Popular). Cuando el PNUD llamó la atención sobre la falta de información 

pública, la Comisión Nacional volvió a subir a su página de intemet la información sobre 

los informes de avance 2004 y 2005 del Seguro Popular. Esta falta de información limitó 

la participación de la esfera pública, indispensable en toda. política que aspire a ser 

pública y no solamente gubernamental. 
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CUADRO 29: PUBLICACIÓN DEL PADRÓN DE BENEFICIARIOS 

Programa Totalmente o Totalmente o NS algo cierto algo falso 

Oportunidades 74,5% i9,7% 5.4% 

Seguro Pop 1 r 73.8% 20.2% 5.9% 

UCONSA 73,0% 20.7% 6,3% 

Adultos Mato es-, 78.1 % 8.1% a.a%, 

?RQCA!,;PO 68,4C/; 22,5% 9,21
'/ 

Otros 75.íW, 6.8'% 7.31'ct 

=>regw ta: Se deben ublicar las lístas de q <Jl'li;iS • ;-e :)en pte<J; :'1ma~. sudales para 
,~ue la comun.ua ''Jr1f1q1.~ qu énes re::,1ben los aPQ¡'ns (l-'27 B't 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de los Programas 
Sociales, México 2007, página l 74. 

b) Transparencia y acceso a la información 

Como se comentó, la responsabilidad de proporcionar infom1ación a la población y los 

beneficiarios se transfirió a los Regímenes Estatales, sin tomar en cuenta que varios 

estados han presentado resistencias al tema de la transparencia (al año de 2005 un tercio 

de las entidades foderativas no contaba con regulaciones específicas para la transparencia 

y muchos que disponían de ellas manifestaban resistencias para su instrumentación, sobre 

todo en el nivel de los ayuntamientos y de la administración municipal/7
• Evidentemente 

al nivel local es donde mayor evidencia hay de juego de «Al mejor postor", donde los 

actores políticos y gubernamentales se benefician de la ambigüedad en la política 

47 Puede consultarse el Estudio Comparativo de Leyes de Acceso a la Información Pública y una 
recopilación de las leyes y reglamentos de transparencia de los gobiernos de estados y municipios en 
http://www.ifai.org.mx/test/eym/edos.htm 
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para sacar provecho y desde la óptica de sus intereses particulares allegarse los 

recursos del sistema para sus fines políticos. 

CUADRO 30: TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN 
DE CUENTAS EN EL ÁMBITO LOCAL 

Oferte y acceso a programas sociales 

Programa 

Seguro opular 

1ICO,rA 

An !tos Mayores 

cnsi :s icrnpra 

46.8% 

42.3% 

50.8% 

45.5% 

48.2% 

un::ao 
casi nunca 

48.6% 

50.6~~ 

L4,8% 

V .S% 

Gas to on p ogfamas socia les 

Seg 1ro Popukir 

UCO\JSA 

Arl ltos Mayor8$ 

9.1% 

27.0% 

22.5% 

20,1% 

22.5% 

ú2.2% 

/3,6% 

NS 

4.3% 

4 ' fJ/_ ' .. 

6.7% 

.. "1'1)¡ 
1,/ .. , 

$,3¾ 

6. % 

'I0.5% 

· ,1% 

Pr-egunta: (a) <'..Sil da a coooo;¡r en su lnta!md CLálas prq¡ramas nay t ~\m\n lss 
nude ·ecib1( / (bl t,EI rumicipio da a coracer OJár !o g¡¡¡;fo ,.r le;; p ;igrnas 
sc,Jalas? (F21l B) 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de 
los Programas Sociales, México 2007, página 178. 

- 78 -



e) Problemas de coordinación 

Desde el punto de vista de la implementación de las acciones de blindaje electoral, las 

acciones no solamente fueron insuficientes sino definidas desde el centro y para su 

cumplimiento por los estados. La vinculación con los beneficiarios y con los enlaces y 

promotores al nivel local fue mínimo (sólo algunas pres.entaciones en los estados 

organizadas por Oportunidades), siendo que estos niveles son lo que definen en el 

imaginario colectivo por un lado, la percepción sobre la efectividad de la política, y por el 

otro, los mapas mentales que se quiere replantear o mantener, según sea la intención de 

los actores políticos locales. Llama la atención que ni los beneficiarios ni los operadores 

locales recibieron la capacitación sobre un elemento clave · e la estrategia de blindaje, 

como es el carácter no partidista del Seguro Popular. En el cuadro 31, se observa que de 

cada diez, tres manifestaron no haber recibido capacitación. 

CUADRO 31: CAPACITACIÓN SOBRE EL CARÁCTER 
NO PARTIDISTA DE LOS PROGRAMAS SOCIALES 

Cargo 

Enlace 

Promotores 

Gestor 

Vocal 

rotal 

Programa 

Opo~nldades 

Adult~ Mayores 

No 

59 

76 

16 

29 

180 

89 

?7 

%, 

59.6Y, 

65,2% 

60.6% 

41,0% 

56.6% 

48.2% 

59.5% 

29 62,4% 

Pregun a: En lo quo va da! año, ¿ha recibido Q no ca¡ia~íac6n sobfe el carac.1Jr 
no partidista du les p¡~g:arnas sociales? {PSI OP) 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de los Programas 
Sociales, México 2007, página 233 . 
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Esta falta de capacitación es manifiesta al separar delitos electorales de los que no lo son 

(ver cuadro 32). 

CUADRO 32: PRÁCTICAS PROSELITISTAS Y DELITOS ELECTORALES 

Entrega de regalos para difundir la Imagen de un partido 

Cargo Si No NR 

Enlace 30,7% 66,3% 0,5% 

Prono 1Jr 18.3% 79.5% 0,0'% 

Ges\cr 32 .9% 59 .. 3% 0.0% 

Vocal 25,4% 73,1% 0,6% 

Total 25,5% 72.9¾ 0.7% 

Proiirama 

Oportun ld¡¡des 27,8% 71.0% 1,0% 

;\dul ios Mayores 30.3% 66. 7% (l.0% 

Seg¡.ro Popular 23.9% 73.5% 0.0% 

Visitas domiciliarias de los candidatos 

E Ieee 62.1 % J.3.7% 3.0o/, 

Prof110!or 49,2¾ 45,4% t.8% 

Ges:cr 73.5% 10,9% 0,J% 

Voca l 51.6% 44.7% 3.6% 

Total '58.9% 38.5% 1.4% 

Programa 

Opcrtoo dadcs 54.0% 44.6% 1.4% 

Adultos Mayores 71.0% 26.4% 0.0% 

Seg,.r-0 Popular (lo.5% 30,6% 4,5% 

Invitación a asambleas y mítines politicos 

Enlace 66 .3% 28.2% 3.4% 

Promotor 46,3% 50,2% 1.1% 

Gestcr 63.4¾ 28, 7% 0.0% 

Voca l 58.6% 38.8% t. 8% 

Tolal 58,5% 38.9% 1.9% 

Programa 

Oportunidades 49,8% 48.7% 1.4'% 

Adultos Mayores 66.7% 28,3% 3-07-~ 

Seguro ?oplJlar 69,5% 24.8% 3. % 

?regan:a: ¿Es legal o le9al q e. (a) un p.:1rtióo do regalos para pro:no·,cr s~s 
daivióades?, (l>) un candicato visite su casa pal'8 dar a conocer sc.s p:opW11a,1· 
{c,J le t•wi:e" .'.! 1.. na .?--5arnblea o m1tm par~ apoyar a un p3,1ldo? (P55 OP} 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de los Programas Sociales, México 2007, página 238 . 
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Al parecer se asumió que las indicaciones de blindaje electoral definidas en el centro 

serían cumplidas a la letra por los actores al nivel local. Nada más lejos de la realidad en 

toda implementación de una política, sobre todo cuando involucra una política 

descentralizada. Tampoco se establecieron mecanismos de control al nivel local para 

verificar el cumplimiento de las disposiciones mencionadas, soslayando los supuestos de 

toda implementación de política, a saber: 

•!• Los agentes gubernamentales o participantes de una política pueden 

desarrollar una directa incompatibilidad con otros compromisos. 

•!• La posición de los participantes de un programa gubernamental está 

determinada por la dirección y por la intensidad de su preferencia, y/o 

•!• Por los recursos disponibles para afectar los resultados. 

•!• los actores políticos y gubernamentales se beneficiarán de la 

ambigüedad en la política para sacar provecho desde la óptica de sus 

intereses particulares y allegarse los recursos del sistema para sus 

fines políticos. 

d) Las figura locales 

Hablar de operadores locales es hablar de una diversidad de actores con funciones a veces 

diferenciadas y a veces no. En algunos casos los programas sociales describen con 

precisión sus responsabilidades, su duración y el procedimiento para nombrar a personas 

que sirven como enlace entre los beneficiarios, las autoridades locales y los funcionarios 

responsables de la operación del programa, pudiendo llegar a pasar que una misma persona 

cumpla con diferentes funciones. Si bien se les reconoce como personas que cada vez más 

están desarrollando una labor social con sus comunidades, también es cierto que son el 

punto a partir del cual los actores políticos locales operan (PNUD a, 2007). Estos 

operadores locales podrían estar jugando el "juego de al mejor postor". 
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CUADRO 33: CAPTACIÓN Y MOVILIZACIÓN DEL VOTO 
DE BENEFJCIARIOS DE PROGRAMAS SOCIALES 

Cargo Si No 

Enlace O.O% 100,0o/,, 

Promotor 7.7% 92,3% 

Gi,stor 0.0% 100.0% 

Vocal 0.0% íOO. % 

Total 3.3% 96.4°1, 

Programa 

Opo-tun·dades 2.4/o 97.1% 

Adultos \\ayeres 2.5% 97,5% 

Seguro Popular 12.8¾ 87.2% 

" regJ· ta. ~" le que ·,a del aro, ~al~ún fo ee,onaro oel goilicmo r·u-ic.pal. 
cs'..'.i lal o 'cécral le pxl.6 que In ayt:rlam a ccnsegür so:o, de los borcf cia0 0s 
.:el O'ú3ra.·r.i social p¡¡r, algén pa•ido¡:olitiro7 (P5'1 OF') 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de los 
Programas Sociales, México 2007, página 239. 

De acuerdo con el cuadro 33, el 12.6 por ciento de los operadores locales del 

Seguro Popular reconoció que durante 2006 funcionario~: del gobierno municipal, 

estatal o federal le solicitaron apoyo para conseguir votos de los beneficiarios del 

Sistema del Seguro Popular. 

e) Coordinación interinstitucional con la FEPADE 

Como ya se mencionó, en la Ley y en el Reglamento se tipifica lo relativo a la 

malversación de fondos pero no la utilización del SPSS con fines políticos. Se 

detecta por tanto, la necesidad de que la Comisión Nacional refuerce sus lazos de 

coordinación con la FEPADE, en un esquema de cooperación que potencie la 

influencia de ambas organizaciones en la inhibición de prácticas clientelares. Por 
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un lado, la FEPADE tiene el conocimiento y el mandato sobre la comisión de los 

delitos electorales. Por el otro, la Comisión Nacional tiene los vínculos y los 

apoyos estatales para hacer llegar el conocimiento y la experiencia de la FEPADE 

al espacio local , identificando incluso, los lugares más vulnerables a esta práctica. 

Como se mencionó, la Comisión Nacional envió a sus mandos medios y 

superiores y a sus enlaces estatales el ABC de los funcionarios públicos en relación 

a las elecciones, elaborado por la FEPADE. También acompañó algunas actividades 

del Programa Oportunidades al nivel local tendientes a inhibir el uso electoral de 

los programas sociales. Sin embargo, esto no fue suficiente; tres de cada diez 

entrevistado señaló que no hay forma de presentar una denuncia en el caso de que 

le pidan su voto a cambio de recibir el Seguro Popular (ver cuadro 34). 

CUADRO 34: PRÁCTICAS PROSELITISTAS 
Y DELITOS ELECTORALES 

Prograrna Total ontoo Total me ta o 
NS algo 1.le () algo falso 

úportunidades 31.n 61.,% 6.8% 

2aguro Pop lar 29.8% 64,7 /o 5.1ºfi. 

LISONSt1 28,8 .tó 61,8% 9,4~.1: 

Ali !tos r~iayorns 5.0:,{, s-s.o·:-~ 6.4'}~ 

PROCA."',IPO 28.9)'o $1.9% "5.5% 

Otr-0 29 .1 % 63.5% '1.2% 

Pr-e1;w,ti. Si a un ter..fur.aro lá! pdF.fl su ,•-0 ~ i:arntio n.a mi bir el vugrrull,l r\1 
!i~n2 ')m'.a ce vawr1er 11 di;TI d¡¡ (?(7 6) 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de los 
Programas Sociales, México 2007, página 175. 
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Lo anterior podría apoyar también la labor de la FEPADE, es decir, al trabajar en 

coordinación con las instancias responsables de los beneficiaiios de los programas sociales 

como el caso dd Seguro Popular, podrían trabajar de manera más cercana a las posibles 

víctimas de delitos electorales. Esta cooperación podría orientar mejor las campañas 

masivas de la Fiscalía, de las que casi nadie se acuerda, según consta en el cuadro 35 donde 

el 80 por ciento de los encuestados no recuerda las campañas implementadas por la 

Fiscalía. 

1u0· 

8C¼ 

BC\lo 

20¼ 

CUADRO 35: CAMPAÑAS DE PREVENCIÓN 
DE DELITOS ELECTORALES 

.--

LICGNSA 3c~- 'º Popula- Mclt:;s tlayores 0oor-un'éaór.,s "'R0'.:Al.1PO 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de los Programas Sociales, México 
2007, página 190. 

f) Coordinación ]Para la auditabilidad del padrón 

El padrón de beneficiarios del Seguro Popular es el componente más vulnerable del 

sistema. La falta de mecanismos de coordinación definidos en los acuerdos de coordinación 

entre la Secretaría de la Función Pública y los órganos internos de control estatales no 

contribuyen a trasparentar el padrón. Como ya se mencionó, si bien son los regímenes 

estatales los que tienen la obligación de establecer las condiciones para garantizar el acceso 
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a la información y la rendición de cuentas, no tienen incentivos para hacerlo pues se 

pondría en tela de juicio los recursos que le hubiera enviado la federación. Los órganos 

internos de control también tienen incentivos para no auditarlo y mantener sus rentas 

políticas con los actores locales. De esta manera, un actor relevante que es la sociedad civil 

organizada, que podría apoyar este proceso de rendición de cuentas, no tiene la información 

necesaria. La evidencia de que esto es así, la dan los propios beneficiarios del SPSS que 

señalan en casi un 50 por ciento que "nunca o casi nunca" se da a conocer en su localidad 

los programas que se ofrecen y los recursos que se destinan. 

Cabe señalar que la falta de auditabilidad del padrón de beneficiarios ha propiciado 

las condiciones para que surja un problema de selección adversa en la conformación del 

padrón. Como ya se había mencionado, al primer trimestre del 2006 se había logrado afiliar 

a cerca de 12 millones de personas, la mayoría de ellos ubicados en los dos deciles menores 

de ingresos familiares (Gakidou, 2007). 

Si bien con lo anterior se cumplía la meta de asegurar preferencialmente a la 

población más necesitada, existe evidencia de que la proporción de beneficiarios del Seguro 

Popular en extrema pobreza, es decir, pertenecientes al primer quintil, es menor al 50 por 

ciento de lo reportado por la Comisión Nacional (Scott, 2006). La ENIGH registró 

solamente un 45 por ciento de los individuos en el primer quintil que se declararon 

beneficiarios del Seguro Popular mientras que la Comisión reporta que ha afiliado a 2005 al 

93 por ciento de las familias ubicadas en el primer quintil. Por ello, la clasificación de la 

mayoría de los hogares como pertenecientes al quintil más baJo al momento de la afiliación 

es insostenible en el largo plazo (Gakidou, 2007). 

El incentivo para los posibles beneficiarios de ocultar información y meJorar sus 

condiciones de negociación es que las personas en este quintil no pagan la contribución 

familiar, dando pie a un problema de fallas de información y selección adversa. El método 

de filtro que resuelve en parte este problema es aquel por el cual el Seguro Popular toma en 

automático a beneficiarios de otros programas sociales como el Oportunidades que tienen 

procesos de afiliación más rigurosos. No obstante, hay un porcentaje relevante de afiliados 

al SPSS que proviene de métodos de afiliación propios d,el sistema. De lo anterior se 

desprende la necesidad de realizar campañas que divulguen amplia y claramente las 
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obligaciones de los beneficiarios, mismas que nmguna autoridad está en posibilidad de 

ex1m1r. 

Los regímenes estatales de protección social también tienen incentivos para 

modificar el tamaño del padrón sin haber cumplido con el procedimiento de afiliación 

establecido por la normatividad, toda vez que el presupuesto asignado por la Secretaria de 

Salud es directamente proporcional al número de beneficiarios por entidad federativa. 

Los mecanismos de verificación del padrón son complejos y complicados. 

Si bien la normatividad le otorga competencia a la Comisión Nacional de 

Protección Social en Salud para solicitar, mediante una verificación aleatoria, la 

documentación del padrón a los regímenes estatales, esta revisión, aunque se realiza 

periódicamente de manera administrativa, no cuenta con criterios claros para verificar el 

padrón ni la infmmación proporcionada por los solicitantes. Adicionalmente, para que la 

Secretaría de la Función Pública pueda auditar el padrón debe haber realizado el acuerdo 

con el órgano interno de control estatal. 

Así, se han encontrado deficiencias en la conformación del padrón pues no se 

cuenta con mecanismos de conformación y control suficientes por parte de las 

autoridades responsables que verifiquen la autenticidad y buen funcionamiento de los 

mismos (PNUD, 2006). Esta situación podría explica porque mientras el crecimiento del 

padrón en 2005-2006 fue del orden de 47 por ciento, la asignación del gasto lo hizo en 

101 por ciento (ver cuadro 36). Efectivamente, el Seguro Popular está enfrentando a 

gorrones que no están asumiendo su responsabilidad. 
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CUADRO 36: PRESUPUESTO Y BENEFICIARIOS DEL 
SEGURO POPULAR 

Seguro popular (Presupuesto y Beneficiarios) 

6,000,000 

5,000,000 

4,000,000 

3,000,000 

2,000,000 

1,000,000 

o 
2004 2005 2006 

c:::::::J Familias Afiliadas ----+--- Presupuesto autorizado 

Fuente: elahoración propia con información de la CNPSS. 

18,000,000,000.0 

16,000,000,000.0 

14,000,000,000.0 

12,000,000,000.0 

10,000,000,0000 

8,000,000,000.0 

6,000,000,000 O 

4,000,000,000.0 

2,000,000,000.0 

O.O 

Fuente: PNUD, Diagnóstico sobre la vulnerabilidad político-electoral de los Programas Sociales 
Federales, México 2007, página 190. 

9. Impacto del Seguro Popular sobre las prácticas democráticas de sus 

beneficie arios 

Los resultados de la ENAPP 2006 señalan que el país sigue presentando un déficit de 

ciudadanía que afecta no solamente la forma como las personas, en este caso, los 

beneficiarios, asumen sus derechos sociales, sino como expresan su apoyo a prácticas no 

democráticas. Es de mencionar que tres de cada diez consideran que el Seguro Popular es 

una dádiva y no un derecho (ver cuadro 37). 
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CUADRO 37: PERCEPCIÓN DE LOS PROGRAMAS 
SOCIALES COMO DÁDIVAS O DERECHOS 

Programa Un derecho 
Buena voluntad 

NS de l gobierno 

Oportunidades 63,1% 33,3% 2,6% 

Seguro Popular 66.4% 30.4% 2.5% 

LICONSA 64.4% 33,0% 1,6% 

Adul!os Mayores 62.6% 34.5% 2.-1¾ 

PROCAt.'PO 69,5¾ 27,2% 2,3% 

Otros 61.2% 34.2% 13% 

P•€gur la· De acuerdo e n Sll ~ a de OO"&sr_ ¿lo, µ11>;r.,11ds :.oci,les sor un 
li1m,cho o ex1s1er> oor la ena ,t1h1it3d del gc~·le'""o? (P24 8) 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección 
de los Programas Sociales, México 2007, página 

Comparativamente con las cifras de la ENCUPP 2005 de la Secretaria de 

Gobernación, el apoyo a la democracia por encima de cualquier otro régimen es aún peor 

entre los beneficiarios del Seguro Popular, pues mientras el 13 por ciento de encuestados 

por la ENCUPP sostendría un gobierno autoritario, en el caso de la ENAPP 2006 el 

porcentaje sube al 48.1 por ciento (ver cuadro 38). 
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CUADRO 38: ACTITUDES HACIA LA DEMOCRACIA 

P ogram,i 

Oport .. m fü::e3 49.3:-~ 4 ,!}% 

r 48.2:,ó 48.1 % 

LJCm,SA' 49,2 . 43, J% 

A_~ ul~ 1 1·or0 S 40.8:lu fülOl 

rl:{:JCAMPO 44.3% 51.!it~~ 

01ros 49.6% 4b.~! -}O 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección 
de los Programas Sociales, México 2007, página 181. 

NS 

2.0 io 

2.2;¡;¡ 

5,9% 

6.Q:/¡¡ 

3.1 ,{1 

3,!~-'u 

En lo que se refiere a la confianza en los actores politicos y que es relevante por 

cuanto los partidos políticos tendrán mayores problemas para armar propuestas de política 

creíbles para los ciudadanos y por ende tendrán mayores incentivos para usar las prácticas 

semiclientelares, destaca que los beneficiaros les confieren poco poder a éstos, según consta 

en el cuadro 39. En este caso, las cifras son similares a las de la ENCUPP. 
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CUADRO 39: POLÍTICA Y PODER 

Seguro Adultos 
Oportunidad!!c1, Popular LICONSA Mayores PROCAMPO Otros 

la~ srandes empresas 10, ¾ 1-3,4% 13,1% 25,2% º3,8% 16, % 

os partidos poliboos 15.3% 15.2% 19.1 •;'. ·¡¡,g;~ 21.5% 17:¼ 

El P'CS dente 4!1.~% 43.4º-) ·\6.7% 31.1)% 36 .9% 44.7% 

los cLdooanos 13. o/-, 15.1% 3.0% 6.6,~ 21).G'¡{. 9.4% 

LllS sifld eato:1 t.'% 2.5% J.J¾ C.7% 1.9% U% 

fV. ra!Ji . p,eo;;a 3,0¾ 4,2% S,5% 2.8¼ 5,C% 3.4-,~ 

!S 7,2't, 5.9% 15% '6,t,'.,, íl.8% 7.0% 

:;;r-t~!..fll.:1: ~ la lsl:ti:,..;-0 ei3 i r l,i !arj5'.a "IJtJi~ !& ~-áJ'\.OJ q.A t -:::~-"! rn.h podtt e:~ b :;cl -xa :f•.) t~1é.-t·//! ¡8 J!¡ 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de los Programas Sociales, México 
2007, página 181 . 

Respecto a la influencia que tienen sobre la política, al igual que en el caso de las 

actitudes a la democracia, los beneficiarios del Seguro Popular consideran que tienen aún 

menos influencia en la política que los analizados por encuestas del IFE y Gobernación, en 

donde los que piensan que tienen poca influencia representó el 57 por ciento de la muestra. 

CUADRO 40: INFLUENCIA EN LA POLITICA 

Programa Mudioo 
Poco o nada NS totalmente 

Opor.tJ nic3am; 31.l'½ 62 .8% ~.6% 

Se,gu ·o P ¡l.Jlar 33.6% 612:/u 5.0% 

UCCNSA 35,&% 61,S¼ 2, 1:-1 

Md!cs M yotéS 23. % 69.8% 6.4~.;. 

PROCA'.lPO :l0,9¾ B5.3% 3,7% 

O'.ros. 27.7% 68-.!U 2.9~¡. 

Pra_ rlli ~Qué ~n C"(',i! • '.Í l:fJS Ita i;luc.iit)/l~~ p.mooe ir~Lir "º I,~ de:;i~ru¡~ 
de iQ$ 1;,;,iiti:;os? (?212 6) 

Fuente: PNUD, Encuesta Nacional sobre Protección de los Programas Sociales, México 2007, página 180. 
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Cabe preguntarse qué tipo de democracia puede construirse con ciudadanos de baja 

intensidad como parece ser el caso de los beneficiarios del Seguro Popular, y segundo, 

porqué las acciones del gobierno en materia social no parecen estar contribuyendo a 

generar sujetos titulares de derechos. 

Como se mencionó, las políticas públicas tienen una función específica en la forma 

como construyen la relación de los ciudadanos con el Estado. 

V. PROPUESTAS DE POLÍTICA 

Considerando los elementos de análisis de los espac10s de discrecionalidad que se 

detectaron en el Seguro Popular, se desarrollan tres propuesta.s de política que abordan los 

problemas ocasionados en la implementación, mismas que :,e inspiran en las estrategias 

para evitar los efectos dañinos de los juegos en la implementación de Eugene Bardach. 

CUADRO 41: ESTRATEGIAS PARA EVITAR LOS EFECTOS DAÑINOS 
DE LOS JUEGOS EN LA IMPLEME:\JTACIÓN 

Seis Recursos Cuatro sistemas de Tres Métodos Dos Técnicas 
antimonopólicos control para suavizar las 

negociaciones 

Prescindir de ellos La prescripción ( órdenes La asignación de usar intermediarios 
claras y notorias) prioridades para facilitar las 

negociac10nes 

crear un nuevo Habilitación de un Ingeniársela:; para Cerrar el rango de 
monopolio instrumento de control de encontrar opciones mediante 

los jugadores que soluciones sobre la maniobras 
obstaculizan la política marcha 

promover la Incentivos usar la técnica de 
competencia gestión de 

soborno Disuación proyectos 

Cooptación 

CONTRAPESO 
Fuente: elaboración propia tomando información de "Estudio introductorio", en La implementación de las políticas 

públicas, Luis. F. Aguilar, páginas 61-74. 
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l. Implementación gradual de un servicio civil de carrera en los estados y los 

municipios 

Eliminación de situaciones donde los funcionarios locales encuentren racional el orientar 

los recursos del Seguro Popular hacia las clientelas de su patrón político. Lo anterior, 

mediante la implementación gradual de un servicio civil de carrera al nivel estatal y 

municipal, aunado a la definición de procedimientos públicos en la selección de personal de 

enlace, promotores y vocales. Ello permitiría habilitar un instrumento de control de los 

jugadores que obstaculizan la política y además limitar el patronazgo basado en el reparto 

de empleo gubernamental, con el fin de ganar apoyo político y ejercer un dominio 

excluyente del poder público. De esta manera, los administradores locales del SPSS 

encontrarían incentivos diferentes, como permanecer en sm puestos o ser promovidos, 

sobre bases de desempeño y atención al cliente o usuario del S PSS. 

2. Pasar de una estrategia a un Programa de Protección el,~ctoral del SPSS 

Pasar de una estrategia de blindaje electoral a un programa de protección electoral del SPSS 

significaría aprovechar las buenas prácticas de otros programas sociales federales, las que 

podrían servir de modelo para definir las campañas de difusión e información orientadas 

principalmente a los promotores y a los beneficiarios. También significaría la inclusión en 

el Reglamento de la Ley General de Salud, de la obligación de poner en práctica tal 

programa de protección electoral tanto en elecciones presidenciales como locales, 

indicando la necesaria coordinación y cooperación de los tres órdenes de gobierno. Las 

modificaciones al Reglamento también deberían contemplar la inclusión los delitos 

electorales y la coordinación con la FEPADE, además de las sanciones aplicables a los 

regímenes estatales que no cumplan con su responsabilidad de mantener informadas a las 

comunidades sobre los avances del sistema. 

En términos del componente de difusión e información, las campañas deberán ser 

diseñadas para su aplicación en comicios presidenciales con estrategias específicas para 

procesos electorales locales. Los materiales de difusión tendrían como eje central el generar 

- 92 -



capacidades en los beneficiarios como titulares de derechos y obligaciones, a fin de cerrar 

el círculo donde no solamente el Estado garantiza la provisión de derechos sociales (como 

el derecho a la salud) sino que generaría las capacidades en los beneficiarios para hacer 

exigible ese derecho. 

Otra finalidad de las campañas es promover el acceso a la información por parte de 

los beneficiarios, a fin de que puedan participar de manera activa en el sistema y denunciar 

los momentos en que alguna persona pretenda comprometer sus derechos políticos y/o 

sociales. Para tal efecto, será necesario que el diseño de las campañas se realice en conjunto 

con funcionarios de la FEPADE y de la Secretaría de la Función Pública, los que además 

participarán en el desarrollo de éstas. 

3. Fortalecimiento de la contraloría social del SPSS 

Por el lado de la contraloría social se buscaría fortalecer la transparencia y la rendición de 

cuentas por el lado de la demanda, mediante el financiamiento de proyectos de observación 

local del seguro popular en contexto electoral. Con ello se dada espacio a la sociedad civil 

organizada que podría fungir como contrapeso a fin de inhibir no solamente las prácticas 

semiclientelares y de patronazgo sino el problema de selección adversa del que ahora 

adolece el sistema (mediante la auditoría al padrón). Los informes elaborados por los 

observadores podrían alimentar el Informe anual que la Comisión Nacional rinde al 

Congreso. Adicionalmente, se buscaría que tales informes fueran del conocimiento del 

Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social. 

Considerando que el Seguro Popular es el objeto de la observación se deberá buscar a 

un tercero, como un organismo internacional, que ademá:, de proporcionar asistencia 

técnica (en metodologías de observación de programas sociales federales), mecanismos de 

cooperación nacional e internacional y asuntos logísticos, podría dar confianza a los actores 

políticos. Esta confianza es importante en momentos de recomposición de fuerzas y 

distribución del poder, pues se refiere ante todo de asegurar que los recursos de programas 

sociales como el seguro popular están siendo monitoreados a fin de que no trastoquen la 

equidad de la contienda electoral. 
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4. Evaluación de las alternativas de política 

Implementación gradual de un servicio civil de carrera en los estados y los municipios 

En términos económicos esta medida se considera onerosa pues requeriría de la 

asignación presupuesta! suficiente para mantener una plantilla de personal profesional que 

tuviera una pennanencia y una seguridad en el tiempo. Su puesta en marcha por tanto, 

requeriría de negociaciones con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público que en los 

últimos tiempos ha venido reducido el universo de plazas gubernamentales, entre otras 

razones, como respuesta a la demanda de eficientar el aparato gubernamental y reducir las 

presiones de gasto por concepto de gasto corriente. 

Si bien el gobierno federal ha impulsado los últimos años un servicio civil de carrera, 

el incorporar un servicio de esta naturaleza al nivel descentralizado requeriría de 

negociaciones con cada uno de los estados. En términos de las implicaciones políticas de 

modificar las reglas de juego que podrían afectar intereses de actores locales, será necesario 

realizar largas negociaciones con los actores locales interesados (sindicatos, gobiernos 

estatales y/o municipales). Su puesta en marcha requeriría de tiempo para definir 

procedimientos, publicar los lineamientos y contratar personal responsable de llevar los 

procesos de selección. Considerando lo anterior, esta medida se considera costosa, 

políticamente complicada pues requeriría de lograr acuerdos con un numero considerable 

de jugadores, con un tiempo de implementación largo. 

Pasar de una estrategia a un Programa de Protección electoral del SPSS 

Existen en México buenas prácticas que podrían ser aprovechadas por la Comisión 

Nacional al momento de diseñar un programa de protección electoral del SPSS. Estas 

buenas prácticas consideran por ejemplo las experiencias del programa social 

Oportunidades. El PNUD y organizaciones como FUNDAR, han sistematizado las mejores 

experiencias al nivel nacional que podría ser de utilidad. Por lo anterior, los diseñadores del 

programa podrían generar economías de escala allegándose de tales experiencias y del 
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personal capacitado que ha operado campañas similares. Por lo anterior, se considera que 

su costo y el tiempo necesario para su diseño e implementación es bajo y por tanto factible. 

Políticamente hablando, institucionalizar un programa de protección electoral del SPSS, no 

debería significar negociaciones complicadas pues los actores políticos al nivel local saben 

que existen otros programas sociales que cuentan con este tipo de programas, los que 

certifican que los recursos se utilizan para los fines previstos y les dan un sello reconocido 

al nivel nacional e internacional. 

La parte relativa a las modificaciones al Reglamento de la ley en términos de 

coordinación, sanciones y obligación de contar con un programa de protección electoral del 

SPSS puede tener mayores implicaciones políticas por el propio proceso jurídico­

legislativo. Esta es la sección de la propuesta de política que se considera más costosa en 

términos de tiempo y de negociaciones entre actores. Sobre todo, porque al hablar de incidir 

en la cultura de derechos es hablar de procesos de largo aliento cuyos beneficios se gozarán 

en el largo plazo. 

Fortalecimiento de la contraloría social del SPSS 

En este caso también se podrían aprovechar experiencias de otros actores y las buenas 

prácticas acumuladas, además de los espacios de financiamie:J.to existentes. Desde 2000 se 

han venido abriendo espacios juridicos y financieros a la paiiicipación ciudadana, uno de 

estos espacios es el INDESOL que año tras año publica convocatorias para las 

organizaciones de la sociedad civil que deseen participar en proyectos sociales, entre los 

que se encuentran los de evaluación y monitoreo de las políticas sociales. En el 2004 y en el 

2005 por ejemplo salieron convocatorias específicas para el monitoreo y la evaluación de 

programas sociales. En futuras convocatorias la Comisión Nacional podría negociar con el 

INDESOL la inclusión del Seguro Popular como uno de los programas a ser considerados. 

Otro espacio ya existente es el Fondo de Apoyo a la Observación Electoral que desde 

1994 ha sido financiado por la Secretaría de Gobernación y ejecutado por el PNUD. Este 

Fondo promueve la participación de las organizaciones sociales en el monitoreo de 

comicios. Desde el proceso de 2006 se han venido incorporando temas novedosos como el 
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seguimiento de campañas y el seguimiento de denuncias ante la justicia electoral. El tema 

del seguimiento de programas sociales a fin de asegurar un uso equitativo de los recursos 

públicos en contexto electoral podría ser considerado para las elecciones intermedias de 

2009, las presidenciales de 2012 o las elecciones locales. Una tercera fuente de 

financiamiento es la Secretaria de la Función Pública que aunque con escasos recursos, ha 

venido también apoyando el financiamiento de proyectos de monitoreo de programas 

sociales y de contraloria social. Adicionalmente, ha desarrollado diplomados sobre el tema 

y recopilado buenas prácticas en monitoreo de programas sociales. 

Con la finalidad de potenciar los recursos financieros y de conocimiento ya 

existentes, la Comisión Nacional podría convocar al PNUD para desarrollar un fondo de 

apoyo al monitoreo de programas sociales en contexto electoral. Al convocar a un 

organismo internacional como el PNUD, la Comisión Naci0'1al se podría beneficiar de la 

experiencia acumulada por el organismo, además de las redes con las que cuenta al nivel 

internacional. El PNUD es un organismo que podría hacer confluir las diferentes fuentes de 

financiamiento existentes a fin de aplicar estratégicamente los recursos y generar 

economías de escala. Finalmente, contar con la cooperación ele un organismo internacional 

permitiría potenciar la experiencia acumulada en materia de cooperación sur-sur. 

Esta alternativa de política requeriría fundamentalmente de negociaciones que 

promovieran esquemas de cooperación y recursos semilla por parte de la Comisión 

Nacional. Cabe señalar que también con ello, la Comisión capitalizaría en mayor medida 

los recursos que destinó en 2005 al PNUD para el proyecto de Protección de Programas 

Sociales Federales en el contexto de las elecciones del 2006. 

Tomando en consideración los costos, los tiempos y la factibilidad política, se 

recomienda llevar a cabo una combinación de las políticas 2 y 3 (programa de protección 

electoral del SPSS y financiamiento de proyectos de observación local del seguro popular) 

pues con ello se fortalecería por el lado de la oferta y de la dt::manda el uso no electoral del 

Seguro Popular. De manera particular, las campañas de infom1ación y difusión con enfoque 

de derechos, la aplicación de sanciones y la participación ciudadana harían posible que, 

Las relaciones de poder y subordinación subsistente en el vínculo entre beneficiarios 

y funcionarios locales y promotores fueran cambiando en el tiempo. 
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La cultura de derechos por parte de los beneficiarios se viera fortalecida, 

promoviendo en el largo plazo un cambio en la calidad de relación que los beneficiarios 

tienen con el programa y en general con prácticas democráticas como la rendición de 

cuentas y el acceso a la información. 

Como lo establece Helen Ingram, la forma como los beneficiarios interactúan con una 

política gubernamental moldea también la manera como se conciben en tanto ciudadanos. 

ClT.IDRO 42: EVALUACIÓN DE L-\.S .U TERNATIVAS DE POLÍTICA 
Propuestas de politír a Enluaáón ec onónm a Evaluaüón polinra Rapí(lez en la \'íabili(Lul 

ímplementacíón 

Implementación gradual de Costosa. Un servicio civil de carrera Si bien el Gobierno mexicano Lenta BaJa 
tm servicio civil de carrera al genera presiones de gasto sobre el se ha orientado los último: 
nivel estatal y municipal, presupuesto público y significa años hacia un servicio civil de 
aunado a la definición de negociaciones con la Secretaría de carrera, la llllplementación al 

procedimientos públicos en Hacienda y Crédito Público. nivel local representará 

la selección de personal de negociaciones con los 

enlace, promotores y actores polib.cos locales que 

vocales no estarán dispuestos a 

renunciar a sus prácticas ce 
patronazgo. 

Programa de protección Dado que se buscaría hacerla Si bien los efectos o Corta Alta 

electoral del SPSS onentada primordialmente en locahdades con impactos son de largo plai:o 

a los beneficiarios elecciones y que ya existen buenas ( construcción de la cultura de 

prácticas en otros programas sociales, derechos), se cuenta con 1:is 

el pago del costo podría ser gradual y disposiciones necesanas que 
llegar a la elecciones presidenciales del podrían convencer a los 

2012 con la expenencia, los materiales actores locales de apoyar la 

y las campañas armadas. implementación del 
programa 

Financiamiento de proyectos Costosa. Los recursos para los F acb.ble Existen vanas Organismos como el Alta 

de observación local del observadores del seguro popular al experiencias de observación PNUD y la Secretaría de 

seguro popular en contexto nivel local representará una presión de de programas sociales en la Función Pública cuentan 

electoral gasto sobre el SPSS Si embargo, este contexto electoral por lo que con metodologías y 

costo se podría aligerar mediante la no sería algo nuevo para los expenencias en la matena 

colaboración con organismos como el actores locales. que podrían ser 

INDESOL y la Secretaría de la capttalizadas por el Seguro 

Función Pública quienes Popular. 

penódicamente publican 
convocatonas de contraloria social, 

que incluso ya consideran el tema de 

blindaJe electoral 

Fuente elaboración propia 
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VI. CONCLUSIONES 

PRIMERA: Ante la situación de exclusión de los sistemas de salud de poco menos de la 

mitad de la población de México, el Seguro Popular efectivamente cubrió una necesidad 

apremiante. Más allá de que ello le permitirá cumplir con sus compromisos internacionales 

en materia de las Metas del Milenio, ello da salida a una demanda de justicia social y de 

derechos humanos. El sistema ha logrado impactos esperados favorables como la inclusión 

de familias en situación de vulnerabilidad frente a gastos en salud, ampliación de cobertura, 

reducción de riesgo por gastos catastróficos, mayores recursos al sector y un esquema de 

cooperación entre el nivel federal y estatal. 

SEGUNDA: El Seguro Popular efectivamente tiene espacios de discrecionalidad que han 

sido utilizados en mayor o menor medida por los partidos políticos y los actores 

gubernamentales al nivel local. Este es un sistema indefenso ante los embates de los actores 

locales que se apropian de los recursos del SPSS La evidencia arroja que durante la 

contienda electoral del 2006 los tres principales partidos políticos llevaron a cabo acciones 

semiclientelares en el contexto del Seguro Popular como comprometer el voto, realizar 

actos proselitistas en puntos de encuentro con los beneficiarios del SPSS y solicitar a los 

enlaces y promotores del Seguro apoyo para conseguir votos o inducir el voto entre los 

beneficiarios. Esta situación fue incluso más pronunciada en entidades que tenían 

elecciones concmTentes. 

TERCERA: El Seguro Popular refuerza los esquemas de subordinación de los ciudadanos 

respecto de figuras con autoridad al limitar la participación ciudadana, el acceso a la 

información y privilegiar un enfoque de contraloría gubernamental (donde el gobierno se 

observa a sí mismo en ausencia de contrapesos efectivos al poder). Las actitudes hacia 

prácticas democráticas de los beneficiarios son incluso más d,;!sfavorables que las actitudes 

identificadas al nivel nacional. No se observa un incremento en el interés por la política o la 

participación ciudadana. La mitad de ellos preferiría un buen gobierno aunque no fuera 

elegido por los ciudadanos. Es un hecho que este perfil de ciudadanos de baja intensidad no 

- 98 -



es responsabilidad de las dinámicas sociales del Seguro Popular, pero es también evidente 

que esta política gubernamental no asume su función de formar ciudadanos y ciudadanas y 

no aspira a ser una política pública. La ausencia de la esfera social es prueba de ello. 

CUARTA: La falta de auditabilidad del padrón ha generado problemas de selección 

adversa que pueden hacer peligrar la sostenibilidad financiera del Seguro Popular. 

QUINTA: Se recomienda ampliar los controles estatales en tiempos electorales (para el 

registro de potenciales beneficiaiios, por ejemplo) y mejorar el flujo de la información y la 

comunicación acerca del uso no electoral del SPSS. Lm. funcionarios locales y los 

promotores son piezas clave por su cercanía con los beneficiarios. En cuanto a estos, se les 

debe dar una mayor información acerca de los mecanismos de acceso a la información y 

denuncia que los beneficiarios tienen para levantar quejas o denunciar irregularidades. 

SEXTA: Control y Selección del Personal: Hay poco rigor en la selección y control del 

personal que trabaja en contacto directo con la población. Por ejemplo los promotores y 

vocales del Seguro Popular, los que además no son capacitados acerca del uso no electoral 

del SPSS. 

SÉPTIMA: Se recomienda diseñar y poner en práctica para las siguientes elecciones 

intermedias un Programa de Protección Electoral del Seguro Popular que incluya un 

componente de información y difusión con enfoque de derechos y privilegiando el vínculo 

entre beneficiarios y operadores locales del programa, un componente de reformas al 

Reglamento de la Ley General de Salud (para ampliar la participación ciudadana, el acceso 

a la información, la rendición de cuentas y mecanismos de sanciones para los regímenes 

estatales cuando no proporcionen información) y el financiamiento de proyectos de 

monitoreo del SPSS en contexto electoral, en coordinación con un organismo internacional 

como el PNUD. 
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